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C ~ P I ~ U L O I 

El Principio de supremaoia Constitucional .. 



nsuper constitutionem, nihil1 sub constitutione, omniau 

JOBE MARIA IGLESIAS. 



EL PRXNCIPIO DE SUPREMACIA CONSTITUCXONAL. 

La palabra constitución proviene del latin 11 constitutio, 

constitutionis, forma o sistema de gobierno que tiene cada Estado; 

ley fundamental de la organización de un Estado11 (1). 

Aristóta1es al definir la Constitución, señala: "Es la 

organización regular de todas las magistraturas, principalmente de la 

magistratura que es dueña y soberana de todo;,.. La Constitución 

misma es el gobierno. " ( 2) . 

Para este autor la Constitución es el ser del Estado, su 

organización, el orden establecido. 

Por su parte Bryce, conocido por su clasificación de las 

Constituciones en rigidas y flexibles considera que la Constitución 

es 11El complejo total de leyes que comprenden los principios y reglas 

por los que la comunidad está organizada, gobernada y defendida". 

(3). 

Para el autor en cita la Constitución es un conjunto, es 

decir, está formada por la totalidad de leyes que ;-igen la vida de la 

comunidad, en cuanto a que toda Ley por el hecho de emanar de la 

constitución, es parte integral de la misma y de los principios que 

contiene. 

1.- Jnsthuto de lrwestlgeelonH JurldiCH p!ccloruirlo Jurldico Mel!lcano. Taic 11. 
Edltorl•I Porrüa, S.A. y universidad Nacional AutónoN de Mblco, 1985, p611. 262, 
2,- Arht6telas. ~. libro 111, Ctpltulo IV, it.drld, Instituto de 
Estudios Polftlcos, 19S1, ~11· 2.56. 
3.- Instituto de lnvestl11acl~s Jurldlcos. Q2.....f!1. t~ 11, P'll• 262. 



Segün I:sócrates ºEl régimen constitucional es la raiz 

primera del de las instituciones politicas, por cuanto la 

organización de la sociedad politica es de siempre el 'llralrna de la 

polis'llr 11
• (4). Con ello debemos entender que la Constitución es la 

causa que sostiene y fundamenta tanto a las instituciones políticas 

como al orden establecido por el Estado dentro de la polis. 

Por otro lado afirma Duverger que el vocablo constitución 

data de la Edad Media en cuanto que 11 asi eran denominadas las reglas 

que regian la vida conventual. Siguiendo a este autor, existe un 

Derecho constitucional formal y un Derecho constitucional material. 

El primero se encuentra recogido en la Norma Suprema del Estado, 

cuando el Derecho Público del mismo se presenta por escrito. El 

segundo ya no es por el lugar en que se encuentra, sino por lo que 

expresa" (5). 

Asi nos estaremos refiriendo a Derecho Constitucional si 

la norma o precepto se refiere: 

11 10. - a la estructura del Estado; 

20.- a la organización del Gobierno: 

Jo. - a los reg imenes pal i tices: 

4o.- a los problemas de autoridad; 

So.- a la división de poderes, y 

60.- a las garantías individuales y sociales. 

4.· ls6o.:r1n111. Plft"ursps cntetas, Ed\torlet Jberl•, sercelona, 1961, p69. 85. 
5.- Cltadc:i por Arneh. Amiga, Aurora, Vid Instituto de trwestl;aclone1 Jurtdlcas. 
S!2....f.ll· temo 11, pág. 263. 



Es decir el Derecho Constitucional, derivado del vocablo 

constitución se refiere a las instituciones politicas". (6). 

Según Schmitt, 11 la Constitución es la manera de ser del 

Estado, por cuanto la Constitución es la unidad politica de un 

pueblo11 • (7). considera que la Constitución es una unidad, en cuanto 

a que es el poder ordenador del Estado, ya que de ella se dArivan las 

leyes orgánicas, leyes ordinarias, códigos y hasta los reglamentos 

administrativos. 

Cabe señalar que cuando surgen las grandes constituciones 

(primera mitad de nuestro siglo, entre las dos guerras mundiales), 

éstas eran obtenidas, en la mayoria de los casos, en forma arrebatada 

y brusca ya que la creación de una Constitución suponia un gran 

cambio en las estructuras del Estado y de la sociedad. 

Curiosamente en la actualidad la Constitución de 

cualquier Estado se inclina hacia el lado opuesto, es decir, ni 

implica un gran cambio, ni rompe con las estructuras del estado, sino 

por el contrario es garantizadora del orden establecido y de lo que 

debe conservarse para evitar riesgos por innovaciones y cambios. 

Retomando las ideas que de la Constitución tienen 

diversos autores, 'Ignacio Burgoa sostiene: 11 la Constitución es, 

prima facie, el ordenamiento fundamental y supremo en que 

se proclaman 

6.• lnnltuto de lnvestl11aclones Jurldlcas.......Q2.....S. Tcwno 11. p6¡. 26l. 
7.· Schmltt, Corl. Teorfa de la Constitución. Edltorlol Nacional, Hblco 1966, 
p.611.n. 



los fines primordiales del Estado y se establecen las normas básicas 

a las que debe ajustarse su poder público de imperio para 

realizarlos 11 • (B). 

Esto significa que los fines del Estado dan sentido al 

contenido de la Constitución que los establece, de lo que se 

desprende que el cumplimiento cabal de lo dispuesto por la carta 

Fundamental, implica indudablemente la realización de los fines del 

Estado. 

Debe considerarse que toda constitución, que forma parte 

del deber ser, postula conductas debidas, es decir que deben ser 

acatadas. Es por ello, y tomando el tema de la Supremacia 

Constitucional, que ninguna autoridad puede ir en contra de los fines 

de la Constitución, por lo que ella exige el cumplimiento de si 

misma, verbigracia: para la formulación de leyes, exige una 

exposición de motivos, que no es otra cosa que la exposición de los 

fines que inspiran la creación o reforma de un precepto y que deben 

ser iguales a los fines constitucionales. 

Cabe hacer notar que, a pesar de los diferentes enfoques 

que se tienen acerca d~ lo que i~plicn la Constitución, la constante 

para todos los autores ha sido resaltar la importancia y los alcances 

que ésta supone, lo que resulta fundamental para tratar el principio 

de Supremacia Constitucional, tomando en cuenta que hoy por hoy la 

constitución, también llamada Norma Suprema, Ley Fundamental, Noi.-ma 

de Normas Carta Magna, es la que garantiza el orden 

8,• Burgoa Orlhucln, lsnac10. Oer~cho CQ:P'JitituclM'al Mulcapo, Se.f;U Edición. 
Editorial PorrUa, $,,l.. Mf-•i~~. 1?8~, plg. ZS1. 



establecido, instaura y regula los derechos y deberes tanto de 

gobernados como de gobernantes y organiza al Estado, considerando 

además que, dada la importancia que tiene la Constitución como Ley 

Fundamental de un Estado, es preciso que ésta sea real, tal y como lo 

expone el Dr. Jorge Carpizo que sostiene: t1La Constitución real de un 

Estado no es ünicamente la realidad ni el cuaderno que recibe ese 

nombre, sino el punto en el cual la realidad juridicamente valorada y 

la Constitución escrita se encuentran. Es decir, la constitución no 

es sólo un ser o únicamente un deber ser, sino que es un ser deber-

serº. (9). 

Es decir, existe una relación muy estrecha entre la 

Constitución y la realidad, ya que ciertamente debe ser la realidad 

la que determine la norma, aunque a su vez la norma influye de manera 

importante en la realidad. 

Por último transcribo las palabras que sobre este tema 

expresa el propio Dr. Carpizo, quien sostiene lo siguiente: 

11 Al leer y estudiar una Constitución, nos adentramos en 

el corazón y la columna vertebral de un pueblo: qué es realmente, por 

qué es asi, cómo ha llegado a configurarse en esa forma, cuáles son 

sus proyectos aún incumplidos. Una Constitucion plasma la evolución 

juridico-politica de una nación. De aqui la importancia de que todos 

conozcamos bien nuestra Constitución. De aqui que sepamos 

comprenderla y amarla. Ella representa a México; Por eso, representa 

lo que hemos sido, lo que somos, lo que deseamos ser11 • (l.O). 

9.• Carpho, Jorge. Vid Coosth1.1dón Polfslc• ds lof Ut!das Unis!gs 1!!1tlcaoof 
COll'ie1'\tada.. Presentación. unlversldacl Nacional Autót'IMw de Mbico, Rectorla, 
instituto de trwestlsaclones Jurldicas. Strl• A. Fuentes bJ te,o.tos y estudios 
legislativos rn.n 59. Mé,o.lco, 1965. 
10.· ~· sin página. 



a) GenfJralid.ad.os. 

La Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos 

es la ünica Ley capaz de emitir disposiciones jurídico normativas, 

sobre las cuales no puede existir acto de autoridad alguno, ya que se 

trata de la Ley Máxima dentro del régimen juridico. Al respecto la 

misma Constitución de 1917 establece en el articulo 133, lo 

siguiente: 

11Art. 133.- Esta constitución, las leyes del Congreso de 

la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo 

con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 

RepUblica, con aprobación del Senado, serán la Ley suprema de toda la 

Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, 

leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 

haber en las Constituciones a leyes de los Estados". 

De esta manera, el articulo 133 contiene la 11 Cláusula de 

la Supremacia Federal 11 o principio de Supremacía Constitucional. 

Dicho articulo fue presentado por el Congreso Constituyente de 19~6 

11 en la 54a sesión ordinaria, cel.ebrada el 21 de enero de 1917, sin 

hallar antecerJ.ente en el proyecto de Constitución de Venustiano 

carranza, pero encontrándose su correspondiente en el articulo 126 de 

la Constitución de 1857... fue aprobado por una votación unó.nhn~ de 

154 votos en la 62a. sesión ordinaria el 25 de enero de 1917". (11.). 

Ahora bien, siendo la propia Constitución Politica 

Mexicana, la que en su articuJo 133, se impone a todas las 

11,• Carpl10, Jo~QBJll,_~g, l~l. 



autoridades estatales, proteg~.éndose si misma, debe quedar 

implicito ··con ello, que todá norma secundaria u ordinaria debe 

obedecer a la norma suprema del pais que es la Constitución. 

Al respecto, Ignacio Burgoa orihuela apunta: 11 El 

principio de Supremacia Constitucional guarda estrecha relación con 

otro principio Constitucional que es la fundamentalidad 

que denota um1 cualidad de la Constitución juridico-positiva que, 

lógicamente, hace que ésta se califique como 11 Ley Fundamental del 

Estado". (12). Es decir, la constitución como "Ley Fundamental del 

Estado 11 , es la que da origen y aplicabilidad a todas las demás 

leyes que, al emanar de la misma encuentran en ella su fundamento y 

sostén, lo cual implica que la Constitución es el punto de partida 

del sistema normativo en integridad. 

El mismo autor agrega: "Si la constitución es la Ley 

Fundamental en los términos antes expresados, al mismo tiempo y por 

modo inescindible es la Ley suprema del Estado 11 • ( 13) • 

Para concluir sostiene el maestro Burgoa: 11 El principio 

de suprernacia constitucional, implica que la constitución sea 

el ordenamiento cúspide de todo el Derecho positivo del Estado, 

sit\J~ción que la convierte en el indice de válidez formal de todas 

las leyes secundarias u ordinarias que forman parte del sistema 

Juridico Estatal, en cuanto que ninguna de ellas debe oponerse, 

12-.· Burg0.1 ortnuel1, lgnaclo.-º'4....k.!J.., D<ig, 356, 
11.· J.hld.S!!). p4;. 357. 



violar o simplemente apartarse de las disposiciones 

consti tuciona1es. u ( 14) . 

Esto significa que la Constitución, base de la 

organización y estructura estatales, no sólo sostiene dicho orden, 

sino que lo establece, por medio de la superioridad jurídica que 

guarda con relación a todas las demás leyes existentes o que puedan 

llegar a existir, mismas que deben apegarse estrictamente a la 

Constitución observando cabalmente los mandatos que en ella se 

contienen y que representan los fines del Estado. 

De acuerdo con este principio, la superioridad que tiene 

la Constitución en cuanto al orden jerárquico legal, por encima aun 

de los Tratados Internacionales (pues México es parte de la 

Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, misma que 

entró en vigor el 27 de enero de 1980, y que fué ratificada por 

nuestro pais desde el 25 de septiembre de 1974) (15), obedece 

precisamente a su supremacia, de lo que resulta que, si una 

determinada ley va en contra de lo dispuesto por la constitución,, 

carece totalmente de valor juridico, ya que todas las leyes "deben 

seguir el espíritu de la constitución Federal, para que sean actos de 

aplicación de sus preceptos". (16). 

14.• Burgoll Orlhoela, lgMeto. 2e.....S.!..L., p6g. 359. 
15.· GÓl!lllt·Robl~ Verdi.m::o. Alonso. Vid Constltudón Polltlca de los Estados 
UnldQs Me-ieanos Com@'ntl!da. QQ.....ill. JMg. 334. 
16.· VellizQuei Estroda, Alfonso. !nid11el6n •I Cstajio dr! pgrrcho l. Universidad 
NodOMl AUtÓl'IOCN'I del Estado de He-.lco. Toluc•, Eslado de Hblco, 1987. p6g. 26. 



En este aspecto los Tratados Internacionales representan 

el punto más controvertido, ya que si bien éstos deben celebrarse 

siempre y cuando estén de acuerdo con la constitución (articulo 133), 

en caso de que no sea asi surge el inconveniente de que en términos 

generales el Derecho Internacional (tanto consuetudinario como 

convencional), no acepta que un Estado invoque las disposiciones de 

su Derecho interno como causal de incumplimiento de un compromiso 

Internacional, aunque hay que reconocer que seria poco satisfactorio 

obligar a un Estado a mantenerce vinculado a un acuerdo Internacional 

que indudablemente le va a traer problemas internos y problemas de 

aplicación del propio compromiso internacional, mismo que correria el 

riesgo de ser imposible de ejecutar, ya que las autoridades 

competentes verian comprometida su responsabilidad y se verian ante 

la disyuntiva de violar el Tratado o de violar el Derecho interno. 

(17). 

En México, si un Tratado esta en desacuerdo con la 

Constitución y éste se aplica en perjuicio de un particular, procede 

obviamente el amparo , como procede en contra de cualquier acto que 

viole una garantia Constitucional, aunque en realidad lo qu~ se busca 

es que la constitución, y en especial el articulo 133 de "1a misma, 

sea cumplida totalmente, ya que debe ser el propio Estado el que 

represente la mayor fuente de protección de los derechos de la 

sociedad, y por consiguiente de los preceptos constitucionales. 

17,• C1rplzo, Jorge. ~!nt,rprctación drt artfcu\o 1l3 Constltuc:lonat. Boletln 
Healcal\O de Derecho COl!pllrado, ario 11, nün. t. • .,falco, 1969, pp. J-:n. 



A pesar de que el presente trabajo está enfocado a la 

responsabilidad de las autoridades (servidores públicos), que al 

rendir informes falsos en el amparo, violan por ello la Constitución, 

vale la pena considerar que la obediencia a la constitución, no sólo 

es impuesta a las autoridades, sino también a los gobernados, que se 

harán acreedores a una sanción a cargo del poder ptlblico estatal, 

cuando violen alguna norma Constitucional, interviniendo incluso el 

uso de la fuerza pública con que cuenta el Estado. 

Al respecto, Felipe Tena Ramirez ha dicho: 11 A veces 

las leyes secundarias se preocupan por proteger, en las relaciones de 

los individuos entre si, los derechos que la Constitución consagra 

con el nombre de garantias individuales, convirtiendo en delito su 

violación (Art. 264. Fracc. II, del Código Penal); pero esa medida no 

se adopta para salvaguardar la Constitución, sino por estimarse que 

el acto de un particular violatorio de garantias individuales en 

perjuicio de otro particular, engendra un malestar tal en la sociedad 

que merece ser sancionado como delito. La defensa tipicamente 

Constitucional es la que se erige para contener a-los poderes dentro 

de sus órbitas respectivas". ( 18). 

Es decir, las violaciones a la constitución por parte de 

los particulares, son restituibles y sancionables por otros medios 

que la propia Constitución establece, convirtiendo esas violaciones 

incluso en delitos, pero a pesar de ello, la defensa más importante a 

la Constitución es la que se hace en contra de las propias 

18,· Ttmi R11111fre1, Felipe. Oereeho ConstltueiOt'\3\ M~xleftno. Edltorl•l Porrú.!!, S.A. 

Me1deo, 1979., pág. 485. 

10 



autoridades estatales que la violan, ya que teniendo en sus manos e1 

alcance y cumplimiento de los fines del Estado, materializados en los 

preceptos Constitucionales, tienen también la obligación de 

mantenerse dentro de sus órbitas de competencia sin rebasarlas, 

respetando las facultades que la propia carta Magna les otorga y 

limitándose a ellas. 

Ahora bien, el principio de Supremacia Constitucional se 

explica toda ves que, como lo sostiene el maestro Burgoa; 11si la 

Constitución no estuvie~e investida de ~upremacia, dajaria de ser el 

fundamento de la estructura juridica del Estado, ante la posibilidad 

de que las normas secundarias pudiesen contrariarla sin carecer de 

' validez forwal 11 • (19), de lo que se desprende que la Constitución 

requiere de la supremacia para ser en realidad fundamento de todo lo 

demás. 

En resumen, el principio de supremacia constitucional 

denota que todo el orden juridico del pais debe indubitablemente 

estar creado y fundado por preceptos Constitucionales, ya que es la 

consti tuci6n la que crea y establece la organización del Estado en 

su integridad, erigiendose asi como la Ley más elevada del pais. 

19,• eurgaa Orlhue\a, l9!'lllclo. ~ pA9, 358. 

11 



b) ~rascendencia del Principio de supremacía constitucional. 

Aparentemente, el articulo 133 Constitucional. equipara 

juridicamente a la constitución con las Leyes Federales y los 

Tratados Internacionales; sin embargo, como se ha dicho, la 

supremacia de la constitución es un principio implicito, ya que las 

Leyes Federales y los Tratados Internacionales son dictados conforme 

a mandatos constitucionales, lo que significa que para que dichos 

actos tengan aplicabilidad, es preciso que previa.mente hayan sido 

contemplados Constitucionalmente, es decir, los Tratados 

Internacionales y las Leyes Federales tienen validez precisamente por 

emanar de la propia Constitución; considerando además que es la 

propia Constitución en su articulo 133 la que señala que las Leyes 

dictadas por el Congreso de la Unión y los Tratados, serán válidos 

siempre y cuando emanen de ella y estén, por consiquiente, acordes 

con la misma. 

Es de ahi de donde se desprende la importancia que 

tiene la supreI!l<'ICia de la Constitución, toda vez que si no hubiera 

una Ley superior a todas las demás, que estableciera las bases do 

organización y estructura del Estado, se generaria una total 

anarquia, resultado de la disparidad de criterios empleados por las 

autoridades estatales sobre todo en el ámbito legislativo, que daria 

fin al principio de seguridad juridica. 

Es precisamente por ello que toda comunidad necesita 

contar con una Ley que constituya el punto de partida de todas las 

demás; y ello no sólo para unificar y vincular criterios, sino para 

sentar las bases sobre ias que puedan cimentarse todas las 

12 



instituciónes politicas que se requieran, los derechos que deberán 

ser tutelados por el Estado, las facultades de los servidores 

pllblicos, los derechos y obligaciones tanto de gobernados como de 

gobernantes, etc, por lo que negar la importancia del principio de 

Supremacia Constitucional equivaldria a permitir que los 

representantes del pueblo, carentes de una nonna que delimitara sus 

funciones, fueran superiores al pueblo mismo, haciendo no sólo 

aquello que la Constitución no les permite, sino lo que les prohibe. 

De ahi la importancia de la Constitución como Norma 

Suprema a la que están subordinadas todas las actuaciones del Estado, 

y misma que ha sido calificada por el maestro Burgoa como "el 

ordenamiento cúspide de todo el Derecho positivo del Estado 11 (20). 

Cabe mencionar, lo que apunta el Dr. Carpiso 

refiriéndose al aspecto supremo de la Constitución: 11 La Constitución 

es también y primordialmente una norma: nada menos ni nada más que la 

norma primera, la de mayor jerarquia, la suprema, la norma por la 

cual se crean y delimitan todas las demás normas del orden 

juridico11
• {21). 

20.· Burgo• Orlhue\a, lgnac:to • ..22...,.ill. p611. J58. 
21.· Carpho, Jorge. Vid COf\ulruclón Po!ftlca t:le los Estados unidos !!ulcano• 
~.Qe.,...,tlt,.slnpjglM. 

13 



C A P 'I T U LO 'I'I 

Generalidades sobre el Juicio de l\Jñparo. 



"IA ou4ntas victimas del despotismo en la República, no ha arrancado 

de las cárceles, del patíbulo mismo, el juicio de amparo. cuántos de 

los habitantes de esto país no deben á ese recurso contra 1a 

arbitrariedad del poder, su vida, su libertad, sus bienesl 11 

ZqNACXO L. VALLARTA. 



a) Teleol.oqia del. lllaparo. 

Dada la enorme importancia que tiene la Constitución como 

la Ley Máxima que establece los principios rectores del Estado; que 

materializa tanto sus fines como la manera de realizarlos y que 

representa la organización que un pueblo se fija, asi como los 

valores que lo confiquran, seria absurdo crearla para luego 

abandonarla a su suerte sin que contara con un medio de protección 

que garantizara su cumplimiento y hegemonia. 

El amparo es ni más ni menos ese sistema de control de 

la supremacia Constitucional, esto es, la Institución que garantiza 

su cumplimiento y que representa su defensa. 

Ahora bien, el amparo ejerce ese control por medio de 

órgano judicial, ya que el órgano enca:cgado de la derensa 

Constitucional es el Poder Judicial Federal 1 de acuerdo con lo 

dispuesto por el articulo 103 de la Carta Fundamental que a la let~a 

dice: 

11 Art. 103 .- Los tribunales de la Federación resolverán 

toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes 

garantias individuales; 

II. Por leyes 

actos de autoridad que violen las 

actos de la autoridad federal que 

vulneren o restrinjan la soberania de los Estados, y 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que 

invadan la esfera de la autoridad federal 11
• 

Este precepto regula la procedencia genérica del juici,o 

de amparo ante los tribunales federales, ocupandose de dos aspectos: 
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En primer lugar, se ocupa de la protección de las 

garantias individuales contra leyes o actos de é!-Utoridad (fracción 

I), lo que representa un aspecto esencial del juicio de amparo que 

denota que éste es admisible contra leyes (disposiciones generales en 

sentido amplio, incluyendo las reglamentarias), que infrinjan no sólo 

los derechos fundamentales (garantias individuales), sino también los 

derechos establecidos en leyes ordinarias e incluso en reglamentos, 

es decir el ordenamiento juridico mexicano en su totalidad, aunque en 

términos generales la jurisprudencia de la suprema corte (22), 

considera que el juicio de amparo es improcedente contra decisiones 

de carácter politice, verbigracia, contra las resoluciones de la 

Cámara de Diputados en materia elector~l (articules 60 y 74, fracción 

I): o contra la expulsión de extranjeros sin j.uicio previo (art. 

33), porque considera que no se violan garantias individuales (23). 

La jurisprudencia establ.ece otra limitación en lo 

referente al concepto de autoridad, ya que considera como tal sólo 

a aquélla que dispone de la fuerza püblica para imponer ª\1ª 

determinaciones, excluyendo a los organismos püblicos 

descentralizados, salvo dos excepciones: el Instituto Mexicano del 

Seguro Social, y el Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de 

22.- ,.Jurhprudencl• entendida como la lnurpretac16n de la ley, tlrmt!, relterlldo y 
de observancia obl\;otcrh, q1.1e l!flllna de las ejecutorias prOl'M'ltl.0.s pcr l• 
s~ema Ccrte de Justicia, fl.l'ltlonando en plenc o en salH, 'I pcr tos trllu\ales 
Coleghdos de C1tcu\to". IMrrltu y R111111lre1. de Agull•r, Jorge. fl esusuto de 11 
lurlspr14tnela df le 5uorsmq torte 9' Jyulc\1. Baletln de lnfo~clOn Jucllcl•I, 
Mblco, 111.i:!. 92., lblltzo de 1955. 
23.- te1ls jurhprudenclal 87, COll'l.,ll"lllS al Pt.rno y a In Saln. Ap6ndlce p:.bllcado 
en 1975, ~g. 145. 
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1os Trabajadores, ya que ambas instituciones son organismos fiscales 

autónomos de acuerdo con las leyes que los rigen. (24). 

En segundo lugar, este precepto se ocupa del amparo 

contra leyes o actos de autoridades federales o locales por invasión 

de esferas de competencia (fracciones II y III). 

Este aspecto del juicio de amparo no tiene en realidad 

eficacia práctica, y se promueve en muy escasas ocasiones, ya que "al 

aceptarse por la jurisprudencia como un motivo de procedencia del 

amparo, el principio de legalidad establecido por el articulo 16 de 

la misma carta federal, o sea, que toda acto de autoridad (incluyendo 

los legislativos) deben provenir de autoridad competente, cuando una 

1ey o acto de autoridad federal invade la autonomia de una entidad 

federativa o viceversa, debe considerarse que proviene de autoridad 

incompetente, con lo cual infrinja garantias individuales, y por ello 

queda comprendido dentro de lo dispuesto por la fracción I del 

articulo 10J Constitucional 11 (25), por lo que resulta innecesario 

invocar las fracciones II y III. 

De este somero análisis del articulo 103 Constitucional 

se desprende que es la Constitución la que establece su propio 

sistema de control y defensa (el amparo), toda vez que al ser la Ley 

más elevada, debe ser ella misma la creadora del sistema de defensa 

más elevado. 

24.· tesis jurlsprudcnclal 291, Setiund<J Sala, aµhtdlte p.blltedo en 1975, p.lg. 
492. 
25.· Fb-z,·1111.Jdlo, Hktor. El fulclo de anparo. Editorial PorrUa, S.A. Mblto, 
196/o, p.t.g. 71. 
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Sin embargo, el control de la Constitución no ha sido 

siempre as1, como se descubre através de las diversas constituciones 

y proyectos Constitucionales de México, que parten de un sistema de 

control Constitucional por órgano politice, pasando por sistemas 

mezclados, para culminar con un sistema de control jurisdiccional. 

La Constitución centralista de 1836, conocida comunmente 

como las Siete Leyes, plantea como solución al problema de defensa 

Constitucional. un sistema por medio de un órgano politico, creando 

para tales efectos al Supremo Poder Conservador, institución 

constituida por cinco mieobros cuyas facultades eran desmedidas, ya 

que no sólo podian anular los actos de cualquier". poder, sino que 

además sus resoluciones tenian validéz erga omnes, provocando una 

superioridad inconcebible respecto de los otros tres poderes. 

Es en 1840, con el Proyecto de Constitución Yucateca en 

que aparece el ilustre Manuel crescencio Rejón y crea un medio de 

control constitucional por órgano jurisdiccional: el amparo, 

estableciendo ya al agraviado como afectado por un acto de autoridad, 

haciendo desaparecer asi las resoluciones erga omnes. 

Mas tarde, el Proyecto de Minoria y Mayoriz:i de 1842, asi 

como el Acta de Reformas de 1847, buscan resolver el problema de la 

defensa Constitucional a través de un órgano mixto, es decir un 

órgano politice y jurisdiccional a la vez. 

El Proyecto de Mi noria y Mayoria de 1842, formulado 

principalmente por Mariano otero, otorgaba competencia a la suprema 

corte de Justicia para conocer de los reclamos de los particulares 

contra actos del Poder Legislativo y Ejecutivo locales que violaran 

· garantias individuales, pero dejaba fuera de este control tanto los 
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actos del Poder Judicial local, como los de 1os tres poderes 

federales. 

E1 proyecto de Otero no prosperó sino hasta 1847, a1 

promulgarse el Acta de Reformas y ya repuesto el federalismo, y 

aunque se contempló e1 amparo a nivel federal, esto se hizo en la 

misma forma que planteaba el Proyecto de Minorias y Mayorias, sin 

admitir el amparo contra actos del Poder Judicial, aunque admitiendo 

ya el amparo contra los actos de autoridades federales. 

Finalmente con la Constitución Federal de 1857 se 

organiza un sistema puro de control Constitucional por órgano 

jurisdiccional que subsiste en la constitución de 1917. 

El articulo 101 de la Constitución de 1857 es idéntico al 

actual articulo 103 de nuestra Constitución y, por.lo tanto, otorga a 

los Tribunales Federales la función exclusiva de control y defensa de 

la constitucion.(26). 

Vale decir que el. amparo procede, tal y como lo señala el 

citado articulo 103 Constitucional, contra leyes o actos de autoridad 

que violen garantias individuales, pero sin distinguir el tipo de 

autoridad, por lo que su materia es ilimitada, es decir, el amparo 

procede, indistintamente , contra actos emanados por cualquier clase 

de autoridad. 

No por nada esta institución, netamente mexicana (el. 

juicio de amparo), ha sido introducida en los articules: XVIII de la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Bogotá, 

26.· E•t11 breYISllM r11et'\ll histórica c:onstltuy• ui ~ rHuiieo de lo q.ie al 
res~to sÑ!ala Ignacio Bur¡¡oa Orll\ueta en su obra El Juicio de Mparg. Vl;hlN· 
cuaru edición. Editorial PorrUa, S.A. Hhlc:o, 1988, pA11s 110 11 1l5. 
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mayo de 1948); 25 de la Convención Internacional Americana de los 

Derechos del Hombre (San José, costa Rica, 1969); So. de la 

Declaración Universal de los Derechos del Hombre (Paris, diciembre de 

l.948) y 20. fracción Ja., del Pacto Internacional de los Derechos 

Civiles y Politices (Naciones Unidas, Nueva York, diciembre de 1966). 

(27). 

El verdadero guardián y defensor de las garantias 

individuales, asi como de todo el orden juridico nacional es el 

juicio de amp~ro, que se erige como el gran resguardo con que cuenta 

todo gobernado, ante los ultrajes y los agravios de las autoridades, 

por lo que constituye la verdadera qarantia que instaura la 

Constitución para protegerse a si misma y para asegurar su cabal 

desempeño. 

27.- Norl~• C11MU, Alfonso. Lrcc:ionrs de Al!Jlllro. Scgi..nda Edlclóo. Editorial Porrlla 
$.A. t4blco, 19BO. pdg. 114. 
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b) Principios rundamentales del amparo 

El juicio de amparo, (reiterando) , constituye la máxima 

defensa de los derechos y en general de todos los preceptos que la 

carta Fundamental establece; pero ¿cómo opera, cuándo procede, 

quiénes intervienen, qué efectos produce ... ? 

Para efectos de responder a ello, es preciso considerar 

que el estudio del amparo implica necesariamente e1 análisis de los 

principios que lo rigen y que constituyen su modus operandi; es por 

eso que el presente punto está dedicado al examen de los principios 

fundamentales del amparo, contenidos en el articulo 107 de la 

Constitución, mismos que han sido divididos considerando tres 

aspectos primordiales, que son: 1. - La acción de amparo; 2. - El 

procedimiento de amparo, y 3.- Las sentencias de amparo. 

1. - Principios rectores d<:.? la acción de amparo. 

Principio de iniciativa o instancia de parte. 

De acuerdo con este principio, el amparo es 11 un proceso 

concentrado de anulación, de naturaleza Constitucional, promovido por 

via de acción", (29) 1 es decir el amparo se· inicia siempre a 

petición de parte, como un proceso deliberado, intensional y 

voluntario. 

El articulo 107 de la Constitución (que establece los 

principios fundamentales del amparo), dispone, en la fraccióry I, que 

11 el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte 

agraviada", lo qua significa que el amparo no se puede intentar a 

28.- Castl"'o, Juvi:ntlno V. El Shte<M di:l Otrttho de Aft?!ro, Editori11! Porrüa, S.A. 
Hblco, 1979, p.t~. 101. 
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través de una acción popular, sino ünicarnente por-el afectado por un 

acto de autoridad, es decir por la parte agraviada entendida como 

aquel a quien perjudique la ley o acto reclamado de manera inmediata 

y directa, por lo que no procede si se trata de un agravio indirecto 

o si se reclaman actos futuros que no sean inminentes. (29), ya que 

de acuerdo con la jurisprudencia de la suprema Corte, al amparo 11 se 

iniciará siempre a petición de la parte agraviada, y no puede 

reconocerse tal carácter a aquel a quien en nada perjudique el acto 

que se reclama". (JO). 

Dado que el amparo es un medio de control de la 

constlttucíón que opera contra leyes o actos de autoridad que la 

contravengan {de acuerdo con el propio articulo 103 fundamental), es 

preciso que sea el propio gobernado afectado por esa contravención, 

quien inicie el juicio de amparo. 

Principio de la acción de amparo como derecho de petición para 
obtener la protección de los derechas libertarios. 

La iniciución del juicio de amparo por parte del 

agraviado, "contiene un derecho abstracto de petición, a favor de los 

individuos y a cargo de los tribunales federales", (31), ya que la 

constitución establece como garantia individual el derecho de 

petición, a cargo de los funcion.:.rios y empleados ptlblicos, t 1siempre 

que se formule por escrito, de manera pacifica y respetuosaº, 

(articulo so. Constitucional). 

Z9.· Tesis juthprvQ'endales ~ras '9, za y 26, CQ<IU\eS cal Pleno 'f • ha !i11t1ts, 
.-pér.ctlce pubtk!Jdo en 1975, ~girias J6, J7, l9 y 47 respe<"tlv~nte. 
JO.• THll ~ro 92 del Aptlndlee .:il TQmQ XCVI\ del SemaoarJo Judicf•l de le 
feduad61\, p6g. 200. 
3\,·ta.ura,.:u~cntlrioV.~p.\¡.107. 

21 



En cuanto al amparo, el derecho de petición ejercido por 

el agraviado es el que pone en marcha al Poder Judicial Federal, ya 

que el citado articulo So. Constitucional establece un derecho para 

obtener impartición de justicia, implicando con ello el fundamento 

Constitucional de toda acción procesal. 

Con relación al principio de iniciativa o instancia de 

parte, el derecho de petición (que inicia el juicio de amparo), debe 

ser ejercitado por el propio agraviado afectado por el acto que se 

reclama, ya que esta institución (el amparo), solo garantiza el 

cumplimiento de la constitución, mientras los gobernados afectados 

por su incumplimiento tengan interés en que se les defienda. 

principio de la existencia de un agrayio personal y directo. 

Este principio esta intirnatnente relacionado con el de 

iniciativa o instancia de parte, ya que ambos nacen en la fracción I 

del articulo' 107 de la Constitución, que abarca los dos aspectos al 

establecer que 11 el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia ~e 

parte agraviada 11 ; es decir, no sólo se requiere que 11 alguien 11 lo 

promueva, sino que esa promoción sea hecha precisamente por el 

afectado o agraviado por el acto que se reclama y que proviene de una 

autoridad, considerando que 11 el contenido de la acción de amparo, es 

la alegación de un agravio, (entendido éste -el agravio-), como la 

causación de un perjuicio a los derechos del quejoso" (32). 

Esto se confirma con lo que disponen los articules 4o. y 

73 fracción VI da la Ley de Amparo. El articulo 4o. dispone que el 

32.· tanro, JLNentll'IO v.~ pág. 110. 
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juicio de amparo ünicamente puede promoverse por la parte a quien 

perjudique el acto o la Ley que se reclama: y el articulo 73 fracción 

VI, de acuerdo con ejecutoria de la Suprema Corte (33}, dispone que 

el juicio de garantias es improcedente contra actos que no afecten 

los intereses juridicos del quejoso. 

Sin embargo, dada la conformación técnica del amparo, no 

basta, para su procedencia, con la existencia del agravio 

perjuicio, (entendido, no como menoscabo en el .patrimonio o como 

privación de c1.:alquier ganancia licita, sino como "sinónimo de ofensa 

que se hace a los derechos o intereses de una personaº) (34}: es 

preciso que ese agravio sea personal y directo. 

Todo agravio, por constituir una violación de derechos, 

debe, necesariamente violar los derechos de 11 alguien11 , es decir de 

una persona especifica, ya sea fisica o moral privada. cuando esa 

persona determinada y especifica no existe, no existe tampoco el 

agravio, ya que lógicamente no puede haber agravio sin agraviado y 

viceversa, por lo que en estos casos no procede el amparo, que 

requiere, indudablemente de un agravio personal, es decir que afecte 

a alguien. 

Por olro lado, ese agravio debe ser, además de personal, 

directo, tal corno lo ha plasmado la jurispruencia de la suprema Corte 

que señala: ºAGRAVIO INDIRECTO. no da ning\.\n derecho al que lo sufre 

para ::-ecurrir al juicio de amparoº (35}. 

]l.· Tomo LXVIII, de la Qu\nu Epoca de semanario Ji..dlclal de la hder.cl6n, p.ig. 
559. 
]4.· Tesl1 131, de la Ocaava Parte de la COll'flllacl6n de Jurisprudencia 1917•1975, 
pAliJ. 22]. 
35.· Tesis 2b de la O<:tava Parte de la Carpiloclón de Jurhpr~la 1917·1975, 
p49. 47. 
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Debemos entender por agrav!.o directo a aquel 11de 

realización presente, pasada o inminentemente futura" (J6), es decir, 

un acto de autoridad de realización incierta, dado que puede no 

llegar nunca a materializarse, no constituye un agravio para efectos 

del amparo. 

Principio de definitividad del iuicio de amparo 

Este principio hace del amparo un medio de defensa 

extraordinario, que procede sólo cuando se han agotado todos los 

recursos ordinarios existentes, y esta contenido en el articulo 107 

Constitucional, (fracciones III y IV). de la siguiente manera: 

La fracción III, establece la proc~dencia del amparo 

contra sentencias definitivas o laudos, siempre que no proceda ningün 

recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, es 

decir si la reclamación consiste en actos de tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, procede el amparo mientras éste 

constituya el Unico medio de reparación del agravio por no existir ~a 

ningún otro. 

De esta manera, la fracción III impone la obligación de 

agotar todos los recursos ordinarios y medios de impugnación del acto 

reclamado, antes de promover el amparo. 

Por otro lado la fracción IV establece: "En materia administrativa el 

amparo procede, ademas contra resoluciones que ·causen agravio no 

reparil.ble mediante algtin recurso, juicio o medio de defensa legal", 

es decir, siempre que exista otro medio distinto del 

l6.· SlJrVOl'll Orlhvel1, to;l'l3i:io, El iul(:\o de !!llp5!tO. ~ p.i51o. 271. 



amparo por el cual pueda repararse el acto perjudicial, éste debe ser 

agotado previamente. 

De conformidad con estas dos fracciones del articulo 107 

de la Constitución, "el principio de definitividad del juicio de 

amparo implica la obligación del agraviado, consistente en agotar, 

previamente a la interposición de la acción Constitucional, los 

recursos ordinarios (lato sensu) tendientes a revocar o modificar los 

actos lesivos 11 , es decir 1 este principio del amparo ºsupone el 

agotamiento o ~jcrcicio previo y necesario de todos los recursos que 

la Ley que rige el acto reclamado establece para atacarlo, bien sea 

modificándolo, confirmándolo revocándolo, de tal suerte que, 

existiendo dlcho medio ordinario de impugnación, sin que lo 

interponga i?l quejoso, el amparo es improcedente11 (37). 

Principio de la Proscripción del eiercicio inmotivado de la acción. 

E~tc principio prohibe interponer demandas de amparo sin 

motivo y e~ta plasmado en el articulo 81 de la Ley de Amparo que a la 

letra dice: "Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, 

se niegue la protección Constitucional o desista el quejoso, y se 

advierta que promovió con el propósito de retrasar la solución del 

asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución 

de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación 

de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su 

caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta dias 

de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso11
• 

Este principio, evita el uso del amparo en forma 

exagerada, es decir, abusiva y maliciosa, ya que, de alguna manera, 

]i.· Burgoa Oril!.uell!, lgn.:ic:to. El luido de a¡y:ir2. oO. elt. paginas ZSZ y ZS3. 
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esquiva a aquellos juicios de amparo interpuestos sin razón, mediante 

la sanción que contiene y que está plenamente justificada, toda vez 

que se trata de amparos promovidos con el fin de entorpecer la 

ejecución del acto de autoridad que se reclama. 

principio de las improcedencias de la acción de amparo. 

El articulo 73 de la Ley de Amparo, establece los casos 

en los que, por diversas razones, el juicio de amparo es 

improcedente, es decir, los casos en los cuales los jueces federales 

están impedidos para resolver sobre la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad del acto reclamado. 

Asi tenemos, de conformidad con el citado articulo 73, 

que el amparo no procede: 1. - contra actos de la Suprema Corte de 

Justicia, (fracción I), (por tratarse del Máximo Tribunal de la 

Federación, cuyas resoluciones no pueden subordinarse ni ser 

calificadas por ninguna autoridad, del tipo que sea); 2. - Contra 

resoluciones dictadas en los juicios de amparo o en ejecucion de las 

mismas, (fracción II), (ya que el amparo dicta esas resolucione
1

s 

constituyendo la más elevada defensa de la constitución, y por ende, 

seria ilógico que se perrni ti era promover amparo para evitar su 

ejecución); 3. - contra leyes o actos que sean materia de otro amparo, 

(litispendencia, fracción III), (ya que se trata de un ampdro en que 

el quejoso, las autoridades señaladas corno responsables, y los actos 

reclamados, son los mismos); 4.- Contra leyes o actos que hayan sido 

materia de una ejecutoria P.n otro juicio de amparo, (fracción IV), 

(en este caso, el amparo es improcedente en razón de que estamos ante 

la llamada cosa juzgada, es decir ante una resolución que ha causado 

estado) ; 5.- Contra actos que no afecten los intereses juridicos del 

quejoso (fracción V), (ya que se requiere, para la procedencia del 
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amparo, la existencia de un agravio personal y directo, y al no 

afectarse los intereses juridicos del quejoso, mediante un acto de 

autoridad,el agravio no existe): 6.- Contra leyes que, por su sola 

expedición, no causen perjuicio al quejoso, (fracción VI), (en este 

caso, al igual que en el anterior, el amparo no procede por no 

materializarse el agravio o perjuicio, como elemento indispensable 

para justificar dicho amparo); 7. - contra la violación de derechos 

politicos, (fracciones VII y VIII), (toda vez, que , de acuerdo con 

la jurisprudericia de la Suprema Corte, no procede el amparo en 

materia politica, ya que considera que las decisiones de esta indole 

no violan garantias individuales) (38): a.- Contra- actos consumados o 

que deban considerarse consumados en forma irreparable (fracciones IX 

y X} , (ya que se trata de actos cuya reparación es imposible, y que 

por lo tanto no pueden ser invalidados, la promoción del juicio de 

amparo no tiene razón de ser):9.- Contra actos consentidos expresa o 

tácitamPnte (fracciones XI y XII), (toda vez que, si los actos fueron 

consentidos o aceptados de alguna manera por el quejoso, se 

consideraron constitucionales); 10.- contra actos en que no se haya 

agotado el principio de definitividad, (fracciones XIII, XIV y XV) 

(ya que, como quedó establecido, el amparo sólo procede, cuando se 

han agotado todos los recursos ordinarios existentes para el caso): 

11.- Contra actos cuyos efectos han cesado, o no puedan nurtir en 

forma alguna efectos legales o materiales, (fracciones XVL y XVII}, 

(el amparo es improcedente ya que la causa que lo originó ha 

desaparecido o bien no va a llegar producirse). 

38.• Tesil jurhprudeoci.al 87, CCWIU"lt'S al Pleno y a In Sa\<lS, A~ndlce publicada 
\'(¡ 1975, pAg. 145. 
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2.- Principios rectores del procedimiento de amparo. 

Principio de la brosecución iudicial del amparo. 

Este principio nace en el párrafo inicial del articulo 

1.07 de la Carta Magna que dispone: 11Todas las controversias de que 

habla el articulo 103 (del cual emana y surje el amparo), se 

sujetarán a los procedimientos y formas del orden juridico que 

determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes ... 11 

El articulo 107 Constitucional, que establece los 

lineamientos generales del juicio de amparo (principios fundamentales 

de éste), ordena primeramente que dichos lineamientos deben ser 

acatados. 

.Aunque éste resulta un principio por demás obvio, implica 

que el amparo, como 11 suprema garantia para la justicia" (39), opera 

como un verdadero proceso judicial, y lo hace bajo ciertas bases y 

reglas de procedimiento, ya que no se puede concebir un sistema de 

defensa Constitucional tan integro y elevado como es el amparo sin 

reglas que deban observarse. 

Principio del amparo como proceso concentrado de anulación. 

11 El juicio Constitucional de amparo no constituye una 

tercera instancia o un recurso de casación en el que se requiera 

evaluar los datos datos de convicción que ya fueron valorados por los 

grados de la instancia, puesto que el amparo es un juicio concentrado 

de anulación, esto es, un medio de control Constitucional en el que 

se enjuicia al órgano judicial que pronunció la sentencia reclamada 

39.· Quinta Epoca del Selt\lln&rlo Judlcld de 11 Federar::t6n, lOlllCI XLVI, Dial Sllll:lin, 
p4g. ~19. 
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para resolver si en ésta se han violado garantias individuales, en 

cuyo caso procede restituir al quejoso el goce de las mismas 11 • (40). 

De esta tesis jurisprudencial se desprende, primeramente 

que el amparo es un proceso, es decir, constituye un verdadero 

juicio, dado que como lo establece la Suprema Corte "es un error 

estimar que el amparo es un recurso, ya que la Ley de Amparo, en 

concordancia con la constitución, da a las controversias 

constitucionales y a los procedimientos relativos no sólo el nombre, 

sino las caracteristicas de un juicio11 (41). 

Ahora bien, considerando al amparo como un proceso, vale 

añadirle la caracteristica de concentrado, es decir, el amparo es un 

proceso concentrado, dado que 11 desde sus inicios se pretendió dar al 

amparo el carácter de un procedimiento sencillo y sumarisimo, que 

procesalmente se traduce en el llamado principio de concentración11 • 

(42). 

Esa concentración, obedece a la necesidad de abreviar el 

proceso, con el fin de obtener una justicia rápida, ya que tratc\ndose 

del juicio de amparo, están en peligro ( o por lo menos en juego), 

los más elevados derechos instaurados por el Estado. 

completando el concepto de que el amparo es un proceso 

concentrado de anulación, la jurisprudencia de la Suprema corte ha 

establecido lo siguiente: "El efecto juridico de la sentencia 

-.o.· suta Epoca. del St11111., .. 11rlo Judlc:hl de \.i feduac:lón, 1Cl!ICI XIV Z•· parte, pdg. 

33. 
1,1.· Quinta Epoca del Siem11oarlo Judlc:\11\ de la f~nc:lón, T~ C.Ulll, pág, ZZ31. 
4Z.· c11tro, Juventfoo V, Q2.....lli... pig. 130. 
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definitiva que pronuncie en el juicio Constitucional, concediendo 

el. amparo, es volver las cosas al estado que tenian antes de la 

violación de garantias, nulificando el acto reclamado y los 

subsecuentes que de él se deriven11 • (43). 

Es decir, la sentencia que concede el amparo, y por ende 

el propio amparo, anula los actos de las autoridades que contravienen 

la carta Fundamental; dicho de otra manera, el amparo nullfica y deja 

sin efectos al acto reclamado, lo que constituye el verdadero 

resguardo a dicha Carta, que sólo compete a los jueces federales a 

través del amparo. 

Principio de suplencia de la deficiencia de la queja. 

LOs pá.rrafos segundo, tercero y cuarto de la fracción II, 

del articulo 107 de la constitución, otorgan facultades a los jueces 

de amparo para corregir los defectos en que hubieran incurrido las 

partes, cuando las mismas, por su falta de recursos económicos o de 

preparación cultural, no pueden alcanzar un asesoramiento legal 

adecuado. 

Este principio constituye la igualdad de las partes en el 

juicio de amparo, y opera: en materia penal (dada la premura que la 

caracteriza) f en materia laboral (implicando una protección a la 

parte obrera), asi como en lm; juicios de amparo promovidos contra 

actos que afecten derechos de menores o incapaces, (considerando el 

estado de indefensión en que se encuentran). 

También opera la suplencia de la queja en benficio de los 

campesinos, es decir 11 los ei idatarios y comuneros y sus respectivos 

43.• Tesis l7í. de la OCtava Parte de l• tos¡>llación cSe Jurhpn.de0t:I• 1917·197'S, 
ptg. 297. 
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nUcleos de población, cuando intervengan en un juicio de amparo en el 

cual se discutan derechos individuales o coledtivos de carácter 

agrario 11 (44}, ya que normalmente carecen de asesoramiento adecuado. 

principio de la limitación de las pruebas y de los recursos. 

El articulo 150 de la Ley de Amparo dispone que en el 

juicio de amparo serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la 

de posiciones y las que fueren contrarias a la moral o al Derecho. 

Con ello existe en materia de amparo, una limitación de 

las pruebas que las partes pueden ofrecer, ya que se excluye como 

prueba admisible, la que se desahoga mediante posiciones. 

Se dice que la razón primordial de esa exclusión, obedece 

al principio de econornia procesal, " ya que el desahogo de la 

referida probanza demoraria considerablemente la tramitación del 

juicio. Ademas si la autoridad responsable fuera la absolvente, la 

prueba de posiciones no se podria practicar, ya que, en primer lugar, 

un hecho, sobre el que versara la confesión, es susceptible de ser 

realizado por diferentes órganos estatales sin ser, por ende, 

cxclusiv4!r.tente propio del confesante,y en segundo término, atendiendo 

a la imposibilidad de que cualquier autoridad recuerde con precisión 

todas y cada una de las circunstancias en que se haya efectuado el 

acto reclamado, dada la mu 1 ti tud de casos y negocios de que 

conoce •.. " (45). 

44.• Fix•ZllllUdlo, Héctor. El !utclo de airparo, Editorial PorrW, $,A, Mhlc:o, 
1%1., p.6g. 30!5. 
45.- Burgoa Orihutla, l;!'lacio. El juicio de a1TJ?9ro. ~ p.6¡¡. 667. 
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Dada la dificultad que representa la absolución de 

posiciones en el amparo, la Ley reglamentaria resolvió desechar esta 

prueba, con la finalidad de simplificar los trámites para la 

substanciación del amparo. 

El amparo también contiene una limitación de recursos. El 

articulo 82 de la Ley de Amparo dispone que dentro del proceso de 

amparo sólo se admiten los recursos de revisión, de queja y de 

reclamación. 

En cuanto al recurso de revisión, éste "viene 

constituir una verdadera apelación en materia de amparo, y se concede 

para resolver ciertas inconformidades de las partes en el 

proceso". (46). 

Mediante este recurso se revisan las impugnaciones a los 

autos que dictan los jueces de Distrito al desechar demandas 

(fracción I); en materia de suspensión (fracción II), y por sobraseer 

o decretar un desistimiento tácito de la acción (fracción III); 

también representa la segunda instancia en amparos indirectos, al 

impugnar :::;cntencias de los jueces de Distrito (fracción IV)., asi 

como la impugnación de las resoluciones que, en amparo directo, 

pronuncien los Tribunales Colegiados de circuito, respecto a la 

constitucionalidad de leyes federales o locales (fracción V). (47). 

El recurso de queja resuelve cuestiones derivadas: del 

dictado de autos dentro del proceso tales como admisión de demandas: 

46.· Castro, Juvent\no v. 22..:..S!.L. pAg, 167, 
47.-~.•rtfculoBZ. 
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del incumplimiento de la libertad bajo caución decretada por el juez 

de Distrito en auxilio de la justicia ordinaria penal; de la 

incorrecta ejecución de los autos de suspensión o de las sentencias; 

de la inconformidad con las resoluciones en el incidente de 

reclamación de daños o perjuicios causados con la suspensión y, en 

general de las impugnaciones contra resoluciones que no admitan el 

recurso de revisión, (pero sólo si estas resoluciones, por su 

naturaleza, puedan causar daños irreparables). (48). 

El recurso de reclamación se utiliza· ú.nicamente contra 

los acuerdos de trámite dictados por los Presidentes de la suprema 

Corte, de las Salas de ésta, o de los Tribunales Colegiados de 

Circuito. (49). 

Princinio de la función preseryante de la suspensión. 

En el amparo, el acto de autoridad que se reclama, es 

calificado, invariablemente por el agraviado, como inconstitucional, 

y aunque esa inconstitucionalidad se califica en la sentencia, muchas 

veces es preciso detenerlo, para evitar que cause daños que resul~en 

irreparables, lo cual es muy lógico si tomamos en cuenta que la 

teleologia del amparo es precisamente ºanular conductas 

inconstitucionales de la autoridad" (50), es decir nulificar todo 

acto de autoridad que contravenga los preceptos Constitucionales. 

lo8.·~1 1rilculo9S. 
lo9.·~artlculot0l. 

SO.· C11tro, Juvcniirio V.~ p.i!g. t72. 
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Esa situación es, precisamente, la que constituye la 

razón de ser de la suspensión en el amparo: 11 p~eservar la materia 

de él, para que la sentencia tenga sustancia sobre la cual actuar11 

(51). 

La suspensión del acto reclamado, lo detiene de manera 

tal, que la autoridad se ve impedida para liberarlo y continuarlo, y 

es por ello que se paraliza. Sin embargo, como la verdadera 

controversia en al amparo consiste en la calificación del acto de 

autoridad como constitucional o inconstitucional, la suspensión del 

acto se decreta dentro de un incidente que corre paralelo al juicio, 

(es decir a la controversia Constitucional propi.amente dicha) . 

Es por eso, que "la suspensión debe ser transitoria, ya 

que si produjera efectos permanentes substltuiria a la sentencia y la 

haria inútil 11 • (52), siendo que, por el contrario, su único fin es 

mantener la materia del amparo para que este actúe. 

Al margen de lo que establece este principio, cabe 

señalar que la suspensión no procede cuando se trata de actos de 

autoridad negativos, lo cual resulta lógico, ya que un acto positivo, 

produce efectos que puedan ser suspendidos o paralizados, pero un 

acto negativo, carece de efectos que puedan suspenderse. 

11 Los efectos de la suspensión consisten en mantener las 

cosas en el est3do que guardaban al decretarla, y no en el de 

restituirlas al que tenian antes de la violación Constitucional, lo 

que sólo es efecto de la sentencia que concede el amparo en cuanto al 

fondo 11 • (53). Es decir, la suspensión sólo suspende, paraliza. 

51.• Cnstro, Juventll'\D v.~. ~11 172. 
52.· ~- pág. 175. 
S3.· tesis 196 de 1a 0cUY4 Parte de 1• COll~llaelón de Jurhprude'oc"i• 1917·19r.i, 
p6g. JZ4. 
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3.- Principio rector de las sentencias de amparo. 

Principio de la relatividad de las sentengias de amparo. 

De acuerdo con este principio, la sentencia que concede 

el amparo sólo repara el agravio, a petición y en beneficio del 

quejoso. 

El articulo 107 fracción II de la Constitución establece: 

11 La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos 

particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso 

especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración 

general respecto de la ley o acto que la motivare". 

Asi queda consagrada literalmente la "fórmula Otero", 

que, como apunLa ~ rgnacio Burgoa: consagra el principio de relatividad 

de las sentencias de amparo, "quedando consagrado en el articulo 25 

del Acta de Reformas de 1847. Dicho principio fue incorporado más 

tarde en la Constitución de 1857, y se conserva con idéntico 

contenido en la Constitución vigente" (54). 

Mariano Azuela, respecto de este principio apunta: "El 

principio de autoridad relativa de la cosa juzgada en materia de 

amparo, tiene una importancia politica extraordinaria •.. la fórmula 

Otero evita la pugna abierta entre poderes, y proporciona el medio 

técnico para que la declaración positiva de nulidad del acto 

inconstitucional se emita en forma indirecta, vinculada intimamente a 

la invocación de un agravio para los intereses de un particular, y 

contenida en una sentencia que po~e fin a un procedimiento de orden 

netamente judicialº. (55). 

5t,,• eurgoa Orlhuela, lgnac:io, fl 1uic:io de Mnl!ro. Qe.....S!.t... P4i· 67Z. 
55.· JUueta, H11r1ano. lntroduccloo ... 1 l:"'ill.J(Jio del .l!!pl!ro. Edlt. Universidad de 
Nuevo León. Honterrey, Nui:vo León, 191!.8, p.19. 17Z. 
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En sintesis, podemos afirmar que los efectos de la 

sentencia, que pone fin a la controversia Constitucional contenida en 

el amparo, gracias al principio de relatividad de la misma, nunca 

surte efectos erga omnes, sino que solo opera en beneficio del 

particular (persona fisica moral) que promovió la demanda 

respectiva, misma que no puede ser alegada en favor de ningún otro 

gobernado, áun cuando se encuentre en la misma situación. 

Por otro lado, cuando la sentencia de amparo concede la 

protección federal solicitada, al agraviado por ~1 acto reclamado, 

11 condena a la autoridad responsable a realizar una prestación: 

reparar el agravio inferido restituyendo al quejoso en el goce de su 

garantia violada"(56), 

Asi lo establece el articulo SO de la Ley reglamentaria 

que dispone: "La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto 

restituir al agraviado en el pleno goce de la garantia individual 

violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la 

violación". 

Dicho de otra manera "las autoridades responsables deben 

invalidar los actos reclamados y destruir todas las situaciones y 

efectos que éstos hayan producido en relación con el quejoso, para 

reintegrar a éste en el pleno uso y goce de l<ic garantias que se 

hayan reputado violadas 11 (57). 

5b. • eurgo11 Orlhuet•, IQl'\llCto. El lulc i2 dg g"PPro, 9?......S!.L. p6g. 534. 
57.~pAg.535. 
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El efecto que produce la sentencia de amparo, cuando el 

acto reclamado es de carácter positivo, consiste ·an restablecer las 

cosas al estado que guardaban antes de existir el acto de autoridad; 

pero cuando el acto reclamado es de carácter negativo, el efecto de 

la sentencia de amparo consiste en obligar a la autoridad responsable 

a que obre en el sentido de respetar la garantia de que se trate. 

(Esto, de conformidad con el propio articulo 80 de la Ley de Amparo). 
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e) Las partes en al amparo. 

Las partes en todo procedimiento judicial, son 111as 

personas que materialmente intervienen en el mismo, por razón de su 

interés en el asunto controvertido. Tienen derecho a intervenir en 

una contienda judicial las personas a quienes. pueda afectar la 

resolución que llegue a dictar el tribunal del conocimiento, y por 

tanto esas personas deben tener oportunidad de hacer valer sus 

derechos y aportar sus pruebas". (58), 

Normalmente, un juicio es promovido por una persona en 

contra de otra, para exigirle el cumplimiento de una obligación. En 

el juicio de amparo, el quejoso, es decir la persona que interpone la 

demanda de amparo, lo hace en contra de una autoridad responsable de 

un acto que le produce un agravio. 

De conformidad con el articulo So. de la Ley de Amparo, 

son cuatro las partes que pueden intervenir en él: l.- El agraviado o 

quejoso; 2.- La autoridad o autoridades responsab~es; 3.- El tercero 

o terceros perjudicados, y 4. - El Ministerio Público federal. 

1.- El agrayiado o gueioso. 

El agraviado es el actor en el juicio, la persona que 

pone en marcha al Poder Judicial Federal, a través de la demanda de 

garantias. 

Dado que la accion para pedir arnp.:1.ro, deriva de la 

violación a una garantia individual proveniente de un acto de 

autoridad, el titular de la garantia violada, es también el titular 

58.· Budresch, Luis. El !ulclo de !l!pllro. Edltorl•I triltu, ~lllco, 1987, pAg. 

"· 
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de la acción de amparo para hacer va1er esa qarantia, y es por ello 

que el agraviado puede ser cualquier gobernado, (sin importar su 

edad, nacionalidad, etc.), que resienta en su persona, bienes o 

derechos, la contravención a que nos referimos. 

Ignacio Burqoa basándose en las hipótesis de procedencia 

del amparo, establecidas en el articulo 103 constitucional, establece 

la idea de agraviado como "el gobernado a quien cualquier autoridad 

(ya sea estatal o federal}, ocasiona un agravio personal y directo, 

violando para ello una garantia individual" (59), ·ya sea mediante un 

acto propiamente dicho o por medio de una ley, contraviniendo las 

órbitas de competencia (federal o local). 

Ahura bien, dado que el agraviado puede aer cualquier 

gobernado que resienta una conculcación de garantias 

constitucionales, puede tratarse de una persona fisica o moral de 

Derecho Privado. En el segundo caso, la demanda de amparo debe ser 

formulada por los representantes designados en la escritura 

constitutiva o en los estatutos de la sociedad o asociación, es decir 

por sus legitimes representantes, {Ley de Arnparo,articulo so.). 

De conformidad con el articulo 9o. de la Ley de Amparo, 

las personas morales de Derecho Público, es decir los órganos del 

Estado (municipales, estatales y federales), pueden promover el 

juicio de amparo para defenclcr sus intereses patrimoniales, debiendo 

para ello, ser representadas por el titular o titulares da la función 

S9.• tlurg04 Orlh~I• lgn.:iclo. Et luido d! n=11.r2, º2.....nt... p69. 330. 
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pública a su cargo. (Para efectos del amparo, 11 1os 

organismos descentralizados, deben considerarse personas morales 

de Derecho Privado, puesto que no tienen funciones públicas y 

generalmente están constituidos formalmente como sociedades de 

Derecho civil o mercantil; por tanto, pueden promover amparo para 

defender sus intereses patrimoniales, asi como contra actos que 

entorpezcan impidan el ejercicio de sus derechos civiles o 

mercantiles 11 (60). 

Por otro lado, cabe señalar que el agraviado no necesita 

ser mayor de edad, en otras palabras, el amparo puede promoverse por 

un menor, pero en este caso, dicho juicio de gürantias deberá ser 

interpuesto por su legitimo representante (o se~ padre o madre o 

quien tenga el ejercicio de la patria potestad); en caso de que 

éstos se encuentren impedidos, podrá el menor pedir el amparo por 

si mismo, teniendo el juez la obligación de nombrar a un 

representante especial que lo patrocine en la tramitación del juicio, 

Si el menor tiene más de catorce años podrá él mismo designar a su 

representante. {Ley de Amparo, articulo 60.) . 

........ 

60.· B.ndr~sch, luts. ~ p.6g. 53. 
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2.- La autoridad o autoridades responsables. 

La autoridad responsable constituye la parte demandada en 

el juicio de garantías. 

El articulo J.l. de la Ley de Amparo establece que es 

autoridad responsable la que dicta u ordena, ejecuta o trata de 

ejecutar la ley o el acto reclamado. 

Para efectos del juicio de amparo, "son autoridades en 

general, los órganos del poder pUblico, superiores o inferiores, que 

por la Ley que los instituyó están facultados para expedir 

prevenciones, órdenes o disposiciones que afectan de alguna manera a 

los particulares, en su conjunto o individualmente, asi como los 

órganos encargados de cumplir esas disposiciones o de imponer su 

cumplimiento a los particulares 11 • (61). 

Una autoridad cualquiera, se convierte en autoridad 

responsable, cuando un gobernado le atribuye un acto que considera 

una violación de sus garantias. 

El citado articulo (11 de la Ley de Amparo), hace 

referencia a que el amparo no procede contra las autoridades que 

todavia no han ordenado ni dictado el acto que se considera que viola 

garantias, (ya que se requiere que el acto ya haya sido dictado u 

ordenado), pero procede contra las autoridades que tratan de 

ejecutarlo, toda vez que esto supone que dicho acto, si bien no ha 

sido ejecutado, ya fue dictado y ordenada ~u ejecución. 

61.• Budre5th, Luis.~ pjg, 57, 
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3,- El tercero perjudicado. 

'la quedo claro, que en el amparo interviene el agraviado 

por un acto de autoridad (actor), y la autoridad a la cual se le 

atribuye dicho acto (demandado); sin embargo, en el juicio de 

garantias interviene también, por obvias razones de equidad, la 

persona que se beneficia con el acto reclamado y que por lo tanto 

busca que se niegue el amparo al quejoso, y subsista el acto 

reclamado. 

Esa persona, cuyo interés juridico es opuesto al del 

agraviado, es el tercero perjudicado. (art. So. reglamentario). 

La existencia del tercero perjudicado en el amparo, es 

muy fácil de explicar. 

Al igual que un acto de autoridad puede causar un 

agravio, es decir un perjuicio para una determinada persona, puede 

resultar (ese mismo acto de autoridad) beneficioso para otra, que 

lógicamente va a buscar que dicho acto subsista, y es ahi donde se 

encuentra el interés juridico del tercero perjudicado. 

De ahi que el tercero perjudicado sea definido por 

Ignacio Burgoa como "el sujeto que tiene interés juridico en la 

subsistencia del acto reclamado, interés que se revela en que no se 

conceda al quejoso les protección federal o en que se sobresea el 

juicio de amparo respectivo" (62). 

El tercero perjudicado y la autoridad responsable tienen 

la misma pretensión: que se niegue el amparo al quejoso y el acto 

reclamado ~ubsista. 

62.· Burgoa OrlhlJe\11, Ignacio. El luklo d~ !llp!!ro. ~ p.§.9. 342. 

42 



4.- El Ministerio Püblico Federal. 

La intervención del Ministerio Público Federal en al 

amparo, esta contenida en la fracción IV del articulo So. de la Ley 

regalmontaria. 

Al Ministerio Público es al que le incumbe, en términos 

generales la vigilancia del cumplimiento de las leyes, y es asi como 

interviene en el juicio de amparo, en el que 11 trata de dilusidar si 

la autoridad responsable ha aplicado debidamente la ley que norma sus 

actos" (63). 

Sin embargo, la función del Ministerio Pllblico es de 

interés general y no en defensa del interés juridico de quejoso, por 

lo que la Ley de Amparo ordena que intervenga cua.ndo a su juicio el 

asunto de que se trate sea de interés público. (Ley de Amparo, 

articulo So., fracción IV). 

"El Ministerio Público Federal no es 1 como la autoridad 

responsable y el tercero perjudicado, la contraparte del quejoso, 

sino una partu equilibradora de las pretensiones de las demás". (64). 

El Ministerio Público sólo interviene en el juicio de 

amparo, para velar por el cumplimiento del orden constitucional, y 

está 11 procesalmcnte legitimado para interponer los recursos de 

revisión y queja contra las resoluciones que se dicten en el juicio 

de amparo". (65). 

63.•B.udresth,Luls.~µ.:ag.65. 

64.· Burgoa Orlhutla, lgN>c\O. p julclo d~ ""paro, ~ pág. ll.8, 
65.·~pág.35;:!. 
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C A P X T U L O XXX 

Los In~ormes de las Autoridades en el ~paro. 



ncualquier hombre está obliqado a det:endar l.a ve;dad, aunque no 

consiga siempre baoerla. triun.farn. 

KIUIZONX. 



a) Clases de informes. 

Dentro del juicio de amparo las autoridades responsables 

deben presentar distintos tipos de informes ya sea con motivo de la 

suspensión del acto reclamado, en cuyo caso estaremos hablando del 

informe previo, o con motivo del fondo de la controversia 

Constitucional, en cuyo caso se tratará del informe justificado. 

11 Los informes en el amparo tuvieron origen en las 

primeras leyes reglamentar las de los articules 101 y 102 de la 

Constitución de 1857, que negaron el carácter de parte en el juicio 

de amparo a la autoridad a la que se imputaban los ilCtos reclamados. 

Segun el articulo 7o. de la Ley de Amparo de 30 de 

noviembre de 1861, la autoridad responsable era parte sólo para el 

efecto de oirla, en tanto que los articules 9o. y 27, respectivamente 

de las Leyes de Amparo de 20 de enero de 1BG9 y 14 de diciembre de 

1882, negaban a la propia autoridad el carácter de parte, si bien el 

Ultimo de los preceptos mencionados le permitia ofrecer pruebas y 

formular alegatos para justificar su actuación. 

Por su parte, el articulo 800 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de 6 de octubre de 1897 dispuso que la falta 

de presentación del informe en cuanto al fondo producia la presunción 

de ser cierto el acto reclamado. A su vez, el articulo 670 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de 26 de diciembre de 1908, tomando 

en cuenta la evolución de la jurisprudencia, reconoció de manera 

expresa el carácter de parte en el juicio de amparo a la autoridad 

responsable, pero conservó la terminologia anterior, al calificar de 

informe el que debia persentar la citada autoridad, tanto respecto de 

la suspensión (articulo 716), como respecto del fondo (articulo 730). 1 

disposiciones que fueron incorporadas en esencia en los articulas 59 
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y 73 de la Ley de Amparo de 20 de octubre de 1919, la primera que se 

expidió bajo la vigencia de la Constitución de 5 de febrero de 1917. 

Tanto el citado Código de 1908 como la Ley de Amparo de 1919 

establecieron que la falta de informes en la suspensión o en el 

fondo, producian la presunción de ser ciertos los actos reclamados, 

salvo prueba en cóntrario. 

La Ley de Amparo actualmente en vigor, regula dos tipos 

de informes que deben rendir las autoridades responsables, a las 

cuales se les otorga expresamente el carácter de partes (de acuerdo 

con la fracción II del articulo 5o.) 11 • (66). 

Los informes que deben rendir las autoridades 

responsables dentro del juicio de amparo pueden tener dos sentidos 

distintos: 

- Informe en el que la autoridad responsable reconoce la 

existencia de los actos que se le reclaman. 

- Informe en el que la autoridad responsable niega la 

existencia de los actos que se le reclaman. 

Estos tipos distintos de informes producen diferentes 

consecuencias, tal y como lo ha establecido la JÜrisprudencia de la 

suprema Corte; sin embargo, ya que los siguientes puntos están 

dedicados tanto al informe previo como al justificado y en ellos se 

tratarán estos supuestos y todos los posibles, remito dicha 

exposición a los incisos subsecuentes. 

66.· fht·Zo:rudlo, H~ctor.Vld Diccionario Jurrdico !!!'•lcpno. lomo V. ~ ~11· ... 
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b) El informe justificado. 

De acuerdo con el. capitulo anterior, el agraviado o 

quejoso es el actor en el juicio de amparo, que inicia dicho juicio 

mediante la interposición de la demanda de garantias contra un acto 

violatorio de las mismas, por lo que la autoridad (sei'lalada como 

responsable de acto) es la parte demandada que, lógicamente, debe 

dar contestación a la demanda. 

El informe justificado, previsto en el articulo 147 de la 

Ley de Amparo, constituya la contestación a la demanda de garantias 

que deben rendir las autoridades responsables, dentro del término de 

cinco dias, (contados a partir del dia en qua la demanda les fué 

notificada -articulo 149, Ley de Amparo-), y se relaciona con el 

fondo de la controversia de amparo, por lo que ha sido definido como 

11 el documento en el cual la autoridad responsable esgrime la defensa 

de su actuación impugnada por el quejoso, abogando por la declaración 

de constitucionalidad de los actos reclamados y por la negación de la 

protección federal al actor o por el sobreseimiento del juicio de 

amparo, lo cual constituye la contrapretensión que opone al 

agraviado" ( 67) . 

En términos del articulo 149 de la Ley de Amparo, las 

autoridades al rendir su informe deban exponer las razones y 

fundamentos legales que sirvan de sostén para la_ constitucionalidad 

del acto reclamado, o para la improcedencia del juicio, acompañando 

copias certificadas de las constancias que apoyen lo dicho en el 

informe. 

67.· aurgoa Orlhueta, lgN1c:l11. El Julc:ICJ ds: .l!!p!!rq. ~ p.6¡¡. 658, 
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Dado que la autoridad responsable (al igual que el 

tercero perjudicado) busca el sobreseimiento del juicio o bien que se 

declare Constitucional el acto reclamado, debe manifestar en el 

informe que rinda si el acto reclamado existe o no existe y, en caso 

de reconocer su existencia, sentar las bases que sostengan la 

constitucionalidad del mismo, o sea la justificación de éste, 

proponiendo además las causas de improcedencia que considere que 

sirvan para que el juicio se sobresea. 

AhQra bien, a pesar de que en el infor1ne la autoridad 

expone el fundamento legal del acto reclamado (articulo 149 de la Ley 

de Amparo), que constituye la procedencia Constitucional de éste, 

dicho fundam~nto es independiente de aquel que debió exponer (en 

cumplimiento del articulo 16 Constitucional) en el mandamiento 

escrito en que consta el acto de molestia o acto reclamado, lo que se 

confirr.la con lo siguiente: 

"INFORME JUSTIFICADO. EN EL NO PUEDEN DARSE LOS 

FUNDAMENTOS DEL ACTO, SI NO SE DIERON AL DICTARLO. No esta permitido 

a las autoridades responsables corregir en su informe justificado, la 

violación de la garantia Constitucional en que hubieran incurrido, al 

no citar en el mandamiento o resolucion reclamado:::, las disposiciones 

legales en que pudieran fundarse, porque tal manera de proceder priva 

al afectado de la oportunidad de defenderse en forma adecuada". (60). 

Lo anterior es con el objeto de que los actos de 

autoridad cumplan con la garantia de legalidad, consagrada en el 

referido arti-

68.- Jurt1prl.dmcla 115 al A;>end,ice 1917•1975 coruo 1l Pleno y 1 tas s1\1s. 0Ct1'11 
' P:irte. pig, 207. 
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culo 16 constitucional, en el sentido de que todo acto de molestia en 

la persona de un individuo, en su familia, posesiones, domicilio o 

papeles, se haga en virtud de un mandamiento escrito que dicte la 

autoridad competente, fundando y motivando la causa legal en que se 

basa para actuar. 

Por otro lado, como ya dijimos, la autoridad responsable 

al rendir su informe manifiesta primeramente si ·el acto reclamado 

existe o no existe. En caso de reconocer su existencia la litis queda 

limitada al estricto problema Constitucional, de acuerdo con lo 

siguiente: 

1tINFORME JUSTIFICADO. Si en él confiesa la autoridad 

responsable que es cierto el acto que se reclama, debe tenerse éste 

como pl.enamente probado, y entrarse a examinar la constitucionalidad 

de ese acto". (69). 

Pero si 1.a autoridad responsable niega la existencia del 

mismo, (articulo 74, fracción IV, Ley de Amparo), procede el 

sobreseimiento del juicio, ya que el órgano jurisdiccional ~e 

encuentra imposibilitado para invalidar un acto cuya existencia no ha 

sido probada, lo cual se confirma con lo siguiente: 

ºINFORME .JUSTIFICADO. NEGATIVA DE LOS ACTOS ATRIBUIDOS A 

LAS AUTORIDADES. si las responsables niegan la existencia de · .. 1os 

actos que :;.e les atribuyen y los quejosos no desvirtüan esta 

negativa, procede el sobreseimiento, en los términos de la tracción 

IV del articulo 74 de la Ley de Amparo 11 , (70). 

69.• te5\s jurlsprudenclol 114, al Aperdice 1917•197'; conün •l Pleno y 1 lH S11las. 
octava Parte, p6g. 204. 
70.· Tesis 117. Jurisprudencia 1917·197'j, "aurla general. ocuv1 Parte. pig W&. 
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De acuerdo con el propio articulo 7 4 , fracción IV de la 

Ley de Amparo, el momento procesal para sobreseer el juicio en casode 

que el quejoso no pruebe la existencia del acto reclamado, e~ la 

audiencia constitucional, prevista en el articulo 155 de la citada 

Ley, y no antes, ya que es en dicha audiencia en que el quejoso (al 

igual que todas las partes), ofrece las pruebas que conduzcan a 

confirmar su dicho (es decir la existencia del acto reclamado). 

Hasta ahora se ha hecho referencia a los casos en los que 

la autoridad rinde el informe negando o afirmando la existencia del 

acto reclamado, sin embargo puede ocurrir que ni lo afirme ni lo 

ni~gue, es decir, que no rinda dicho informe. 

Al respecto, el tercer párrafo del articulo 149 establ¿ce 

que "cuando la autoridad responsable no rinde su informe con 

• justificación, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba en 

contrario ... 11 , estableciendo asi una presunción de certeza del acto, 

pero sólo una presunción, ya que puede no llegar a probarse la 

existencia de tal acto, además de que la comprobación de q\\e el acto 

reclamado existe, no implica que por el sólo hecho de existir, sea 

inconstitucional, es decir, el probler.ia de constitucionalidad del 

acto es independiente al de existencia del acto. 

Con relacióq a esto, el propio articulo 149 establece que 

si bien la falta de rendición del informe por parte de la autoridad 

responsable, hace que se presuma cierto el acto reclamado, la prueba 

de inconstitucionalidad de éste, corre a cargo del quejoso 11 cuando 

dicho acto no sea violatorio de garantias en si mismo, sino que su 

constitucionalidad o inconstitucionalidad dependa de los motivos, 
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datos o pruebas en que se haya fundado el propio acto". (articulo 

149, tercer párrafo, Ley de Amparo). 

Esto es, ya que a falta de informe er acto reclamado se 

toma como cierto, es el quejoso quien debe probar que dicho acto es 

inconstitucional, y que por lo tanto debe concederse la protección 

federal solicitada; sin embargo el quejoso no está obligado a probar 

la inconstitucionalidad del acto de autoridad, cuando éste sea 

violatorio de garantias en si mismo. 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia ha señalado que 

un acto es violatorio de garo:mtias en si mismo ºcuando en ninqün caso 

la responsable puede realizarlo, llenando o no requisito alguno" 

(71) , y cuando se realiza "contraviniendo prohibiciones establecidas 

en la Ley Fundamental" { 7 2) . 

Es por ello que Ignacio Burgoa señala al respecto: 11 puede 

afirmarse que el acto de autoridad es en si mismo inconstitucional o 

vlolatorio de garantias, cuando el órgano del Estado del que proviene 

carece de competencia legal o constitucional para realizarlo, es 

decir, que por falta de dicha competencia de ninguna manera puede 

emitirlo; asi como en el caso de que tal acto transgreda una 

terminante prohibición de la ley o de la Constitución" (73). 

En este caso, es decir, tratándose de un acto de 

autoridad que sea violatorio de garantias en si mismo, el quejoso no 

está obligado a probar la inconstitucionalidad de éste, pero está 

obligado a probar la inconstitucionalidad del acto 

constitucionalidad o 

71.• Revisión rUnero 5201/49, tall&d.i el Z1 de novl~re de 1949. 
n,· sem:marlo Judicial de la Federación, Oulnta Epoca. T~s llCVll I, p611 2551 Y 
XCVI, pAg 1734. 
73.• Burgoa Orlhuela, Ignacio. El Juicio de Aneara. Qe....i.!..L,. p.lg. 660. 
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inconstitucionalidad dependa de los motivos, datos o pruebas en 

quese haya fundado el propio acto" (articulo 149, Ley de Amparo). 

Esto es, cuando el acto de autoridad pueda ser, o violatorio de 

garantias o constitucional dependiendo de las circunstancias en las 

que dicho acto se emitió o se realizó, se trata de un acto que no es 

violatorio de garantias en si mismo, y por lo tanto la carga de la 

prueba de inconstitucionalidad le corresponde al quejoso. (articulo 

149, párrafo tercero, Ley de Amparo}. 

De esta manera quedan asentados los lineamientos básicos 

que rigen el informe justificado que no es otra cosa más que la 

contestación a la demanda que realizan las autoridades responsables 

en defensa de sus intereses juridicos. 
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e) El in~oJ:'me previo. 

El informe previo, previsto en el articulo 131 de la Ley 

de Amparo, es aquél que deben presentar las autoridades responsables 

en el juicio de amparo, cuando el quejcso ha solicitado al juez de 

Distrito la suspensión del acto reclamado, entendida ésta como "la 

institución que consiste concretamente en que el. acto no se 

ejecute .•• con miras a conservar la materia de amparo" (74). 

Esto es, en los casos en los que la· demanda de amparo 

incluya la solicitud de la suspensión del acto reclamado, debe 

pedirse a la autoridad responsable, ademas del informe justificado, 

el informe previo. 

A través del informe previo, que es totalmete ajeno al 

informe justificado, la autoridad responsable, manifiesta si el acto 

reclamado es cierto o no. 

Dicho informe se sol.icita a la autoridad responsabl~, 

mediante un oficio que se acompaña a la copia de la demanda, y debe 

rendirse dentro de ias veinticuatro horas siguientes al 

requerimiento, (articulo 131, Ley de Amparo)~ 

Ahora bien, ya que el informe previo sólo opera en caso 

de que se solicite la suspensión del acto reclamado y éste 

debe 

74.• Instituto de lnvestl¡acloroes Jurldlcas.~ TOlllO Vlll. JMv. Z16. 
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concreta.rae a expresar si son o no ciertos los. hechos que se le 

atribuyen a la autoridad responsable, pueden también aducirse en él 

los argumentos necesarios para hacer improcedente la medida cautelar 

(suspensión), tal y como lo ser"lala el primer párrafo del .articulo 132 

de la Ley de Amparo que reza: 11 el informe previo se concretará a 

expresar si son o no ciertos los hechos que se atribuyen a la 

autoridad que lo rinde, y que determine la existencia del acto que de 

ella se reclama •.. pudiendo ~grégarse las razones que se estimen 

pertinentes sobre la procedencia o improcedencia de la suspensiónº~ 

Oe üh1 que el informe previo no aluda en ningün momento 

al fondo de la controversia Constitucional (es decir a la 

constitucionalidad del acto reclamado), ya que de ese aspecto se 

ocupa únicamente el informe justificado. 

Si en el informe previo la autoridad responsable reconoce 

la existencia del acto que se le reclama, se ocupará en hacer 

improcedente la suspensión solicitada por el quejosor pero si, al 

contrario, la autoridad niega la existencia del acto reclamado, es el 

quejoso quien debe desvirtuar tal negativa, probando su existencia en 

la audiencia incidental prevista en el articulo lll de la Ley de 

Amparo, de conformidad con lo siguiente: 

"Debe tenerse coma cierto el informe previo, si no 

existen pruebas contra lo que en él se afirma, y consecuentemente, 

negarse la suspensión, sí se negó la existencia del acto reclamado, a 

no ser que en la audiencia se t"indan pruebas en contrario11 • (75}. 
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Referente a lo mismo: 

11 Cuando la autoridad responsable niegue la existencia de 

los actos reclamados en el informe previo, su afirmación debe tenerse 

como cierta, con excepción de los casos en los que en la audiencia 

que debe celebrarse con motivo de la suspensión se rindan elementos 

de convicción que demuestren lo contrario". (76). 

También puede ocurrir que la autoridad se abstenga de 

rendir el informe previo que le ha sido requerido y en tal caso "la 

Ley de Amparo establece en favor del quejoso una presunción de 

certeza de lo;; actos reclamados para el sólo efecto de la 

suspensiónº, (77) • 

Es decir, ya que la autoridad, al no rendir el informe 

previo, no se manifiesta en el sentido de admitir la existencia o 

inexistencia de los actos que se le atribuyen, éstos se presumen 

ciertos, al igual que en el caso de falta de rendición del informe 

justificado, sólo que en el caso del informe previo, esta presunción 

de certeza del acto sólo opera en favor del quejoso para efectos ~e 

la suspensión que solicitó, toda vez que dicho informe previo no se 

ocupa, en ningUn momento, de la cuestión de fondo, de la cual se 

ocupa únicamente el informe justificado y por ende no puede resolver 

sobre éGta, sino limitarse a la resolución del incidente en el 

sentido de otorgar o negar la suspensión del. acto. 

76.· r.~rdlce 11l SJf 1917•197S. Oct11v11 P11rt11, Jurl5prudericl11 cllf!UJ •l Pleno V a las 
S11l1111. 1Hls 11B, p4g. Z09. 
77.· Burgo11 Onhueh, lgl'lllc\o. El Juicio de !17p4ro • .º2.:-E...!..L. plu¡. 7&4. 
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De lo anterior se desprende que respecto a la rendición 

del informe previo prácticamente existen tres circunstancias: 

1. - Que la autoridad responsable se abstenga de rendirlo, 

lo que de acuerdo con el articulo 132 de la Ley de Amparo obliga al 

juez a presumir que el acto reclamado es cierto, pero ünicamente para 

efectos del incidente de suspensión y no del expediente principal. 

2. - Que la autoridad responsable al rendir su infoi:-me 

previo se manifieste en el sentido de negar la existencia del acto 

reclamado. En este caso corresponde al quejo~o desvirtuar tal 

negativa, probando la existencia de dicho acto. 

'J, - Que la autoridad responsable a 'través del informe 

previo tianifieste la existencia del acto reclamado. En este caso la. 

suspansión se resolverá, dependiendo del cumplimiento de los 

requisitos que la Ley señala para esta medida cautelar, de 

conformidad con las fracciones II y III del articulo 124 de la Ley de 

Amparo. 
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d) otros informes. 

A pesar de que los informes más coñocidos dentro del 

juicio de amparo son el informe previo y el informe justificado, no 

son los únicos que la Ley de Amparo impone a las autoridades 

responsables. Asi tenemos: 

El articulo 104 de la Ley de Amparo señala la existencia 

de un tipo de informe que la autoridad responsable está obligada a 

rendir una vez que el juez o la autoridad que haya conocido del 

juicio le ha notificado, por oficio, la sentencia pronunciada con 

motivo del amparo, para efectos de que ésta (la autoridad 

responsable) informe acerca del cumplimiento de dicho fallo. Esto es 

en los siguientes casos: 

- Cuando se trate de amparos contra· actos en juicio, 

fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas 

extrañas a juicio, contra Leyes o contra actos de autoridad 

administrativa (articulo 107 Constitucional, fracción VII). 

- Tratándose del recurso de revisión contra sentenci~s 

que pronuncien en amparo los jueces de Distrito, del que conoc;e la 

Suprema Corte de Justicia en los siguientes casos: 

a) cuando se impugne una Ley por estimarla 

inconstitucional. 

b) cuando se· trate de los casos comprendidos en las 

fracciones II y III del articulo 103 Constitucional. Estos son los 

casos de I. - leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restrinjan la soberania de los Estados, y I!I.- leyes o actos de las 

autoridades de los Estados que invadan la esfera de la autoridad 

federal. 
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e) cuando se reclamen del Presidente de la Repúb1ica, por 

estimarlos inconstituciom1les, reglamentos en materia federal 

expedidos de acuerdo con el articulo 89, fracción I, de la 

constitución. El articulo 89 en su primera fracción hace referencia a 

la facultad y obligación que tiene el Presidente .de I. - promulgar y 

ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, proveyendo en 

la esfera administrativa a su exacta observancia. 

d) Cuando, en materia agraria, se reclamen actos de 

cualquiera autoridad que afecten a núcleos ejidales o comunales en 

sus derechos colectivos o a la pequeña propiedad, 

e) cuando la autoridad responsable, en amparo 

administrati·~·v, sea federal, con las limitaciones que en materia de 

competencia establece la ley, y 

f) Cuando en materia penal 1 se reclame solamente la 

violación del articulo 22 Constitucional. Esta violación se refiere a 

las penas prohibidas que son las de mutilaciói:, infamia, marca, 

azotes, palos, tormento de cualquier especie, multa excesiva, 

confiscación de bienes y cualquiera otras penas inusitadas y 

trascendentales. (articulo 107 Constitucional, fracción VIII). 

Cabe aclarar, como hemos hacho anteriormente, que de 

acuerdo con el segundo párrafo del propio articulo 22 Constitucional 

"no se considerara confiscación de bienes la aplicación total o 

parcial de los bienes de una persona hecha por la autoridad judicial 

para el pago da la responsabilidad civil resultante de la comisión de 

un delito, o para el pago de impuesto o multas, ni el decomiso de los 

bienes en caso de enriquecimiento ileg1timo11 • 
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- Tratándose de resoluciones que pronuncien en amparo 

directo los Tribunales Colegiados de circuito. (articulo 101, 

fracción IX) . 

Por su parte el articulo 106 de la Ley de Amparo impone a 

l.as autoridades responsables l.a obligación de informar sobre el 

cumplimiento de la sentencia, de la siguiente manera: 

concedido el amparo se remitirá testimonio de la 

ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento .•. En el 

propio despacho en que se haga la notificación a las autoridades 

responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que 

se de al fallo de referencia 11 • 

con relación a este tipo de informe y su importancia con 

relación al cumplimiento de la sentencia, es importante señalar lo 

que dispone el articulo 105 de la Ley de Amparo. Dicha disposición 

establece que "si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 

notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare 

cumplida, el Juez de Distrito o la autoridad que haya conocido d~l 

juicio, requerirá. al superior inmediato de la autoridad responsable 

para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia". 

Este articulo contiene un ~~ndato muy 'importante para el 

cumpl.imiento de la setltencia, ya que si la autoridad responsable no 

cumple con la sentencia de amparo, no es preciso esperar a que se 

decida a hacerlo. En este caso, el Juez de Distrito o la autoridad 

que haya conocido del juicio, podrá requerir al superior inmediato 

de la autoridad responsable para que este la obligue a cumplir con el 

fallo, 1.o que es sin duda una medida muy válida, que simplifica y 

apresura el cumplimiento de la sentencia de amparo. 

58 



LOS articules 104 y 106 de la Ley de .Amparo, establecen 

un tipo de informe que la autoridad responsable tiene obligación de 

rendir, con el fin de informar al juez sobre el cumplimiento de la 

sentencia de amparo, A través de él la autoridad responsable en el 

amparo se ve obligada a notificar al juez sobre el cumplimiento que 

ésta le ha dado a la sentencia, lo cual pone en evidencia el hecho de 

que el legislador, al ocuparse del amparo, no dejó ninguna salida 

posible para el caso de que las autoridades responsables pretendieran 

incumplir la 5entencia que de éste resulta. Por el contrario, el juez 

de amparo no se limita a conocer del juicio y darle resolución, sino 

que ve por el cumplimiento de la sentencia que sobre él recae, 

evitando asi que el juicio, su desarrollo y resol.ución queden en el 

aire y en manos de autoridades de tal véz no cumplan con el mandato 

judicial de otorgamiento de la protección de la Justicia Federal. 
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CAPITULO IV 

La Responsabilidad in genera. 



"No haqáis mal a nadie, ya sea perjudicándole, o ya omitiendo el. 

hacer l. e el bien a que os obliqa vuestro deber". 

l'RANJ.<LXN. 



a) concepto da responsabilidad. 

Tomando en cuenta el tema del presente trabajo, referido 

a la responsabilidad de las autoridades que dentro del juicio de 

amparo rinden informes falsos, resta señalar la ne~esidad de precisar 

inicialmente lo que se entiende por responsabilidad, misma que 

constituye un concepto juridico fundamental asi como el punto de 

partida de los siguientes aspectos a tratar. 

La voz responsabil id;J.d 11 proviene de 'respondere' que 

significa inter alia: prometer, merecer, pagar. Asi 'responsalis' 

significa el que responde, y en un sentido más restringido 

'responsum' (responsable) significa el obligado a responder de algo o 

de alguien•• (78). 

Sin embargo el uso de la palabra responsabilidad es muy 

amplio, ya que su connotación no es sólo juridica, sino moral, 

religiosa y de uso ordinario. 

Tal como lo ejemplifica H.L.A. Hart, el vocab~o 

responsabilidad puede tener diversos sentidos: 

"l) como deberes de un cargo: 'es responsabilidad del 

capitán .•• 

2) Como causa de un acontecimiento: 'la tormenta fue 

responsable de la pérdida ... 

J) Como merecimiento, reacción: 'el que cause daño es 

responsable de •.. 

7B.· Instituto de lnvntlg11clooes Jurfdicas • ....2e.:....&.! Tomo VIII. ~11· 1,1,. 
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4) Corno capacidad mental: 'fue encontrado responsable de 

sus actos .•• 11 (79). 

Ya que un individuo es responsable, de acuerdo con el 

orden juridico cuando es susceptible de ser sancionado (80), es el 

tercer sentido el que se refiere al dogma juridico, aunque 

juridicamente también encontramos diversos enfoques, de acuerdo con 

la materia de que se trate. Por ejemplo Miguel Villero Toranzo señala 

que la responsabilidad es 11 el conjunto de notas por las cules un 

sujeto ha de dar razón a otros de un acto o de un hecho1' (81), 

refiriéndose a que el individuo debe responder o 'responsabilizarse' 

por sus actos o hechos, ante los demás individuos que de alguna 

manera se encuentran relacionados con ese acto o hecho. 

Ahora bien, toda responsabilidad juridica emana 

lógicamente de una norma juridica que de alguna manera la contempla, 

y ello se debe a que la responsabilidad juridica no puede nacer, 

verbigracia, en la conciencia de cada individuo que sienta la 

necesidad de responder por algo a alguien, como ocurre en el caso de 

la responsabilidad moral o religiosa, ya que ello implicaria que la 

responsabilidad del individuo derivada de un acto o un hecho que 

tenga consecuencias juridicas, está sujeta a su voluntad, lo que 

representa precisamente una responsabilidad moral o ética. Dicho de 

otra forma 11 para constituir una verdadera obligación, ha de haber un 

carácter incondicionado, valer en contra de la voluntad" (82), ya 

que 

79.· Hart, H:L:A: Puni-Jhl'!lttlt 11nd resecnubl!\ty. f'hllosod!y of law. Ollford, O•tord 
Unlver1ity Pru1. 1973, ~11· bl. 
80.· i::e1sen, Hans. Teorf• Pura dfl 011riecho y d!I Enado. Mblco, UM.l.H, 1979, pág. 
123. 
61.• VIiiero Toranto, Miguel. lntroducel6n 11\ hh.dlo die\ Oiertsho. Cu\nt• Edición. 
Ed\torl1l PorrUa, S.A .. Mblco, 1962, pilg. 350. 
!l.· Cnrc:fa Mll)'MI, Eduardo. lr1troducel6n al €1tydlg del Oerreho. Editorial 
Porrua. cu.ldr1ghl1111prhMra edición. Mbico, 1990, pilg. 265. 
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la norma no puede ser obligatoria dependiendo del albedrio de cada 

sujeto, sino que debe ser acatada y respetada, independientemente de 

la voluntad y de los intereses personales del hombre, es decir 11 la 

validez del juicio en virtud del cual se está jurídicamente obligado 

a una determinada conducta, es independiente del hecho de que el 

hombre cuya conducta constituye el contenido del deber se sienta o no 

vinculado 11 (83), ya que la responsabilidad juridica, es precisamente 

juridica y por tanto obligatoria y exigible, y no una responsabilidad 

moral, ética o voluntaria. 

En este sentido, Radbruch señala que el deber juridico 

es, por su propia naturaleza distinto del deber mOral, y 3.punta: "el 

deber moral difiere del juridico en que el primero es inexigible, en 

tanto que el segundo se caracteriza por ~u exigibilidad. La 

obligación moral es deber, pura y sirnpletTlente; la jurídica no es sólo 

deber, sino deuda 11 (84), esto es, la responsabilidad jurídicamente 

hablando es una obligación que puede ser exigida mediante coacción, .ª 

inclusive la propia palabra obligar, tomándola en el sentido estricto 

de la lengua, es sinónimo de forzar, es decir imponer, exigir. 

Cabe señalar que la responsabilidad jurídica entraña la 

caracteristica de ser obligatoria y exigible coactivamente contra la 

voluntad del individuo, quien carece de la facultad de optar entre 

cumplir o no con la obligación derivada de tal responsabilidad. 

!3.· ICelstn, 1!3ns. trorl11 Centr11l det hu~. Kéidco, UN>J1, 19BS, p.1g. 115. 
84.· Citado por Eduardo Carcl11 Kll)'N'I. º2....lli..... pd9, 98. 
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De ello se desprende que al haber responsabilidad 

juridica, necesariamente convergen dos aspectos : la violación del 

derecho, y la imputabilidad de esa violación, en contra del sujeto 

que la realizó, produciendo por ende (mediante la violación) un daño, 

entendiendo por daño el "deterioro, menoscabo, destrucción, ofensa o 

dolor que se provocan en la persona, cosas o valores morales o 

sociales de alguien" (85}. 

La responsabilidad juridica es en si misma, la obligación 

de responder por algo que constituye una violación a la Ley y que 

produce un daño. 

6~.· lnHltuto de lnve1tlgaciooes Jurfdic:at..~ Tomo 111, f>'¡. 11. 
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b) clases de responsabilidad. 

Una vez establecido el concepto de responsabilidad, como 

una obligación de reparar o de responder por algo, es necesario 

precisar los diversos tipos de responsabilidad que existen 

juridicamente, debido a las distintas mat~rias de las que e1 Derecho 

se ocupa. 

Responsabilidad del Estado. 

Es la obligación que tiene el Estado de proteger 

juridicamente a los ciudadanos contra decisiones arbitrarias e 

ilicitas de la administración pública, indemnizándolos por el dallo 

causado mediante una compensación económica que restituye el 

perjuicio patrimonial e inclusive moral. (86). 

Esta obligación surge, necesariamente, de una actividad 

administrativa del Estado, en desempeño de sus funciones. 

El articulo 1928 del Código civil establece la obligación 

del Estado de responder subsidiariamente por el dafio causado. 

Esta responsabilidad, aunque está reconocida por el 

orden juridico mexicano, se encuentra muy limitada, dada la 

soberania del Estado y del supuesto de que éste, al menos al realizar 

sus funciones, siempre actúa conforme a Derecho. 

86,· Instituto de lnvestt11ec:lones Jurldic:11.~ lomo VIII. P'll· 47. 

64 



Responsobilidad Internacional. 

La responsabilidad Internacional 11 es una institución por 

la cual, cuando se produce una violación del Derecho Internacional, 

el Estado que ha causado esta violación debe reparar el daño material 

o moral causado a otro o a otros Estados". (87). 

Como en todos los casos anteriores, la responsabilidad. 

Internacional es una obligación (en este caso de un Estado u 

organismo Intet:na.cion.:il) de responder por algo. En este caso la 

violación que origina la responsabilidad, debe ser imputable a un 

Estado o a un organismo Internacional, (!r'a que .de acuerdo con la 

Corte Internacional de Justicia, las organizaciones internacionales 

son sujetos de Derecho Internacional} (SS). De ello se desprende que 

los Estados y las organizaciones Internacionales como sujetos de 

Derecho Internacional tienen derechos y obligaciones, y en el caso de 

la responsabilidad la obligación emana de una violación al Derecho 

Internacional. 

Tal y como lo señala Seara Vázquez ºlos Estados son 

directamente responsables de las violaciones del Derecho 

Internacíon~l cometidas por sus órganos o por las personas o 

instituciones que actúan bajo su mandato ••• y de ~odo indirecto por 

los daños causados, en violación de las normas Internacionales por 

87.• SHra V.6J~l, M~!i.tO, PtrrehD lritrrnRcion"t PHb\\to• Dfei.o terur• E.dlctón. 
Editorial PorrU., S.,t;, 11éAlto, 1Wt, p4<;1. 351. 
M.· ~ p&¡¡. l5Z. 
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otros Estados que se encuentren en cierta situac.ión de dependencia 

con él ..• En cualquier caso en que un Estado se encuentra sometido, de 

hecho o de Derecho, a otro, éste es responsable de los actos que 

pueda realizar el primero. 

cuando se ha producido un daño como consecuencia de una 

violación a las Normas Internacionales, nace para el Estado culpable 

de ella la obligación de reparar el mismo. cuando se trata de un daño 

material, el Estado causante de él debe proceder a la 11 reparación11 • 

Si se trata de un daño moral (insultos al Estado, o a sus simbolos 

representativos), el Estado que !o ha causado está obligado a dar una 

"satisfacción", que puede revestir diversas formas (saludos a la 

bandera del pais ultrajado, presentación de excusas, etc) 11 • (89). 

Es importante señalar que en el caso de México, (como ya 

quedó asentado en el primer capitulo de esta investigación en lo 

referente a la Supremacia constitucional) los Tratados 

internacionales forman parte de su Derecho vigente de acuerdo con lo 

señalado por la Carta Fundamental. Por lo tanto, si el Estado 

Mexicano dejare de cumplir lo pactado en un Tratado Internacional, 

incurriré en este tipo de responsabilidad. 

Actualmente las relaciones entre los diversos Estados y 

los organismos Internacionales revisten una especial importancia que 

resta aducir y que se remarca aun mas si tomamos en cuenta que la 

responsabilidad Internacional 'involucra a todo un Estado, que ademas 

debe mantener una cierta imágen (interna y mundial). 

89.· SHr1 Yhquez, Madesto.-2e..._llh pi11. 356. 
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Responsabilidad civil. 

En materia civil, el concepto de responsabilidad se 

encuentra intimamente ligado con el de daños y perjuicios, es decir 

con pérdida patrimonial . 

La responsabilidad civil se concreta a la indemnización de 

dali.os y perjuicios, entendido daño como la pérdida o menoscabo 

sufrido en el patrimonio, por falta de cumplimiento de una obligación 

(articulo 2108 del Código Civil), y perjuicio, como la privación de 

cualquier ganancia licita que deberia haberse obtenido con el 

cumplimiento de la obligación (articulo 2109 del Código civil), y 

puede derivar de 11 fuentes contractualas, de una declaración 

unilateral de voluntad, de figuras autónomas (enriquecimiento 

ilegitimo, gestión de negocios), de un hecho ilicito, o de un delito" 

(90). 

La responsabilidad derivada de la relación contractual, 

implica el incumplimiento de un contrato y requiere que los daños y 

perjuicios ocasionados emanen y sean consecuencia 11 inmediata 11 y 

11 directa" de la falta de cumplimiento de la obligación (articulo 2110 

del Código Civil). 

La declaración unilateral de voluntad regulada en los 

articules 1860 a 1881 del Código Civil 11 comprcndc los casos de 

ofertas al püblico, estipulación en favor de terceros y documentos 

civiles pagaderos a la orden o al portador" (91). Si un 

incumplimiento de las obligaciones asi contraidas acarrea un 

perjuicio, éste debe ser indemnizado. 

90,~ Borja Soriano, 1'111ni.t*l. 1f0rh Gf"er-al de !H Ot?\191tclOMI, Tomo 11. S~thna 

Edición. Editorial PorrU11, S.A., Mh:lco, 1974, ~!l. 103. 
91,• GutUrre1 y GonZ'1H, Ernesto. Oerecho Ce lrs Obll9ac!Mt1. S~a Edición. 
p~bla, taJlca, 1965, pág. 210. 
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Las fuentes autónomas de obligaciones son el 

enriquecimiento ilegitimo (articules l.882 a 1895 del Código Civil), y 

la gestión de negocios (articules l.896 a 1909 del mismo 

ordenamiento). 

El enriquecimiento ilegitimo es imputable a quien "sin 

causa se enriquece en detrimento de otro y está obligado a 

indemnizarlo, en su empobrecimiento en la medida que él se ha 

enriquecido11 (articulo 1882 del Código Civil). 

La gestión de negocios contenida en el articulo 1903 del 

Código Civil, es la que realiza aquel que sin mandato y sin estar 

obligado a ello se encarga de un asunto de otro. Sin embargo si éste 

actúa con negligencia, produciendo asi los daños y perjuicios, está 

obligado a indemnizarlos (articulo 1897 del Código civil). 

En cuanto al hecho ilicito, el sujeto que lo comete 

pruduce con éste daños y perjuicios, teniendo la obligación de 

repararlos. Pero si además ese daño se produjo con dolo, la conducta 

se tipifica como delito y entonces, además de ser exigible ~a 

indemnización de daños y perjuicios, opera conjuntamente la sanción 

penal correspondiente. 

Responsabilidad objetiva. 

La responsabilidad objetiva nace a raiz de la 11 teoria del riesgo 

creadou de fines del siglo XIX, que ensanchó el ámbito de la 

responsabilidad civil aplicándola no sólo a casos en que se cau~aban 

daños como consecuencia de hechos culposos o realizados con 

imprudencia, sino también a todos aquellos en que el autor del dañ_o 
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obraba licitamente, es decir se fundó la responsabilidad fuera de 

toda culpa, por el solo hecho de causar el daño, surgiendo asi la 

idea de responsabilidad objetiva. (92). 

La Constitución de 1917 acogió esta teoria en la fracción 

XIV del apartado A del art.iculo 123 en el que responsabiliza a los 

patrones por los accidentes de trabajo aun sin existir culpa de su 

parte, lo que también recoge' la Ley reglamentaria respectiva (Ley 

Federal del Trabajo), en 5U' titulo noveno. 

Por su parte el Código Civil adopta la 11 teoria del riesgo 

creado" en el articulo 1913 que dice: 11 cuando una persona hace uso de 

mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias peligrosos por si 

mismos, por !a velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva 

o inflamable, por la energia de la corriente eléctrica que conduzcan 

o por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que 

cause, aunque no obre ilicitamente 11 • Sin embargo, el propio Código 

civil excluye de responsabilidad al autor del daño cuando se 

11demuestre que ese daño se produjo por culpa o neglicencia 

inexcusable de la victima", asi como en los casos de caso fortuito o 

fuerza mayor (articulo 2111 del Código Civil). 

Responsabilidad del producto. 

Esta responsabilidad es la que "se le imputa al 

fabricante de un producto 

defectos o 

al prestador de un servicio por 

9Z.- Instituto de lrwestlgaclones Juridlus • ...92.:....ilL. Temo VIII. pa~. 58. 
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deficiencias, al tiempo de su elaboración o su prestación, aunque 

· deCe hablarse de responsabilidad del productor y no del producto" 

(93), y esta encaminada a proteger al consumidor, evitando que 

adquiera bienes con defectos y vicios ocultos que incluso pueden 

hacer dicho bien 11 impropio para los usos a que se le destina" 

(articulo 2142 del Código Civil). 

Esta clase de responsabilidad se encuentra contenida en 

los articulas 33 fracción V y 34 de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor, y está encaminada a evitar daños al consumidor, mismo que 

sin la adecuada regulación quedaria en estado de indefensión respecto 

a los abusos y deficiencias en que incurren los fabricantes de los 

diversos bienes que integran el mercado moderno. 

Responsabilidad profesional. 

La responsabilidad profe~ional esta contenida en el 

titulo decimosegundo del libro segundo del Código Penal, que en ~u 

articulo 228 dispone: "los profesionistas, artistas o técnicos y sus 

auxiliares, serán responsables de los delitos que cometan en el 

ejercicio de su profesión ... 11 • A su vés, el articulo 229 trata de la 

responsabilidad profesional que consiste en el abandono injustificad 

por el médico, sin dar aviso inmediato a la autoridad 

correspondiente, del lesionado o enfermo, constituyendo un delito de 

omisión. 

93.· Rojo y fern4f'det· IUo. U RuponsGbllld~ Chlt do:-\ F.11brlnnt,, 8olQl"llD,. 
Pibl lcaelone• d.11l Real Colegio de E•p&Ñ, 1974, p.611. 3. 
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De acuerdo con estas disposiciones del Código Penal, las 

reglas de responsabilidad recaen sobre los prot'esionistas, sin 

distinción, y sobre sus auxiliares, por los delitos que cometan 11 en 

el ejercicio de su profesión'', aunque también se ocupa, en el titulo 

XII, de los delitos cometidos por abogados, patronos y litigantes que 

consisten en alegar hechos falsos a sabiendas de ello, en procurar 

maliciosamente dilaciones ilegales en los juicios, asi como 

tratándose del doble patrocinio en el mismo negocio, de intereses 

opuestos y del abandono injustificado de la defensa de un cliente. 

(articulo 232 del Código Penal). 

Responsabilidgd fiscal. 

Está responsabilidad ha sido definida como "la obligación 

a cargo de las personas f1sicas o morales de contribuir para los 

gastos püblicos conforme a las Leyes fiscales respectivas" (94), y es 

también llamada responsabilidad tributaria. (art. 31 fr. IV Const). 

Deriva básicamente de la relación tributaria que se establece entre 

la autoridad fiscal (como sujeto activo o titular del derecho de 

cobrar una contribución establecida por las Leyes Fiscales), y el 

contribuyente "sobre el cual recae el pago de la contribución en 

razón de que su actividad económica coincide con la hipótesis legal) 

9t..- Rosa Vélez. Rlr;ardo de 111. lp rr5ponubltidnd Tribuurla hosctos Geot"ra!n. 
Trlbl..nal Fhr;11l de 111 Federación. Tomo 1. Hblco, 1982. p.ig. 37. 
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y que 'puede ser una persona fisica o moral (95), entendiendo como 

persona fisica al individuo, ser humano en paiticular que tiene 

derechos y obligaciones juridicas ( articulo 22 del Código Civil} y 

como persona moral a la entidad, que generalmente esta formada por un 

grupo de individuos al que el Derecho considera uno solo para que 

actU.e como tal en la vida jur1dica (articulo 25.) (96). 

Ahora bien, la responsabilidad tributaria que surge entre 

la autoridad fiscal y el contribuyente, sea éste persona fisica o 

moral, se divide en principal y accesorias: la principal es el pago 

de la contribución y las accesorias están formadas por obligaciones 

tales como la formulación de declaración de impuestos o la abstención 

en cuanto a no realizar ciertas actividades prohibidas por la Ley. 

(97). 

Asi, podemos decir que la responsabilidad fiscal es el resultado del 

incumplimiento de una obligación que corre a cargo del contribuyente, 

sea ésta de hacer algo (pagar) o de no hacer (en cuanto a absteners,e 

de realizar las actividades prohibidds por la Ley) • cuando el 

contribuyente no cumple con las obligaciones impuestas por 

95.· Instituto de Jnvesth111clor\e5 Jurfdtc11.~ Tono VII. p6111. 98•100. 
96.· cebe sel\llar que se habla de derechos y obtlg1clones, ya que la ref1rencl1 es 
a personas Jurldlcas, es decir sujetos de derechos y obll911ctones, ya se•n fl1lc11 
01110rales. 
117.• ~Tomo VIII. ~11· SZ. 
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la norma fiscal, incurre en responsabilidad. La esencia de la 

responsabilidad por infracciones fiscales radica en el perjuicio que 

se provoca al fisco, con el incumplimiento, ya que impide sufragar el 

gasto p~blico (98). 

Responsabilidad penal. 

Oe acuerdo con el articulo 13 del Código Penal 11 son 

responsables del delito: I. Los que acuerden o preparen su 

realización. II- Los que lo realicen por si. III. Los que lo realicen 

conjuntamente. IV. Los que lo lleven a cabo sirviéndose de otro. v. 

Los que determinen intencionalmente a otro a cometerlo. VI. Los que 

intencionalmente presten ayuda o auxilien a otro para su comisión. 

VlI. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien al 

delincuente, en cumplimiento de una promesa anterior al delito, y 

VIII. Los que intervengan con otros en su comisión aunque no conste 

quien de ellos produjo el resultado11 • 

La responsabilidad penal ha sido definida como 11 el deber 

juridico de sufrir la pena, que recae sobre quien ha cometido un 

delito, esto es, una acción u omisión tiplca, antljuridica y 

culpable". (99). 

98.• Instituto de lnv15tl11aclones Jutldlcas.~ Temo VIII. p.111. 54. 
99,. eurnsttr, Alvaro. Vid olcclonarlo Jurfdieo H~Klear:o. ~Tomo VIII, pta • ... 
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Ya que no se trata de hacer un estudio de la teoria del 

delito, sino de señalar lo que se entiende por responsabilidad penal 

Y la manera de obtenerla, nos concretaremos a analizar los tres 

elementos contenidos en la definición anterior, es decir, la 

tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad. 

Por tipicidad debemos entender la adecuación de una 

conducta a una disposición legal, y es por eso que una conducta es 

tipica "cuando coincide con lo previsto en un tlP_o penal" (100), es 

decir cuando una conducta se adecúa a la hipótesis de la Ley. Por 

ejemplo un tipo penal puede ser el siguiente : 11 comete el delito de 

homicidio quien priva de la vida a otro11 {articulo 302 del Código 

Penal). En el momento en que una conducta se adecua a esa hipótesis 

legal, estamos hablando de una conducta tipica, esto es, la 

realización de la hipótesis da nacimiento a la responsabilidad. 

En todos los casos posibles de existencia de un delito, 

se requiere necesariamente la previa existencia de una norma qUe 

contenga esa conducta, {de hacer o no hacer) ya que la responsabilidad 

penal no puede existir sin una norma que, al ser violada, la de como 

resultado, pues la responsabilidad debe indudablemente emanar de una 

violación de la Ley, y ello requiere la existencia de dicha Ley. 

En cuanto a la antijuridicidad, ésta implica que una 

conducta antijuridica forzosamente contraria a Derecho, es decir, 

violatoria de éste y es por eso que, como lo señala Eduardo Garcia 

Maynes, son juridicas "las conductas que ejecutan lo ordenado, y 

100.• Jncheck, t11ii1 tlelnrtc:h. tratado ce DerKhg PFNll. fano l. Blrc:elooa Bosc:h, 
1981, p&g, 97, 
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oroiten lo prohibido; mientras que son ilicitas o· antijuridicas las 

conductas que omiten un acto ordenado y las que ejecutan uno 

prohibido 11 • (1.01) .Algunos autores, entre ellos Porte Petit, han 

establecido que una conducta es antijuridica cuando no se prueba una 

causa de justificación de la misma, siendo las causas de 

justificacion, la legitima defensa, extrema necesidad, ejercico de un 

derecho, cumplimiento de un deber e impedimento legitimo (102). Sin 

embargo tal cnmo lo establece el Código Penal en su articulo 16, el 

que se exceda en estos casos justificados (legitima defensa, etc.) 

sera penado como delincuente imprudencial. 

La culpabilidad, de alguna manera contenida en los 

articules 51 y siguientes del Código Pepal, es un elemento que está 

referido al sujeto que ha realizado una conducta tipica y 

antijurídica, es decir, las caracteristicas de tipi?idad y 

antijuridicidad se refieren a la conducta; pero cuando esa conducta 

se imputa además a alguien, ent:.onces aparece el inculpado, es decir 

el sujeto a quien se culpa de dicho delito. 

Se dice que la culpabilidad dirige un juicio de reproche 

al sujeto por el acto típico y antijuridico, fundando ese reproche en 

la posibilidad de que el agente actuara de manera diferente (l.03). 

10t,• Ciarcia M1yne1, Edu11rdo. ~ pA9. 221. 
102.• l"stltuto de lnv:ostl9&e\Of\es Jurldlcu.~ TOllla 1. p69, 154. 
10].• Jescheck, Han1 Heinrlch, ~ p69, n. 
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sin que por ello signifique que la culpabilidad implica 

necesariamente que el delito se cometió intensionalmente. 

En resúmen la responsabilidad penal opera cuando se unen 

estos elementos de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad y se 

configura por lo tanto una conducta que constituye.un delito. 

Asi mismo, el Código Penal hace referencia en su articulo 

15 a los casos en los que se excluye de responsabilidad al sujeto, 

por tratarse de aspectos insuperables e insalvables y éstos son los 

casos de: 

que el agente actt.ie en forma involuntaria: 

que padezca el inculpado un trastorno mental; 

actuar en legitima defensa, 

agr~sión: 

es decir, repeliendo una 

- actuar en ejercicio de un derecho o en cumplimiento de un deber: 

- obrar en virtud de miedo grave o teDor fundado, y 

- tratándose de un error invensible. 

Responsabilidad de los servidores públicos, 

Dada la importancia de esta clase de responsabilidad, la 

encontramos contenida en el titulo cuarto de la Constitución 

(articules 108 a 114); en la Ley reglamentaria correspondiente, (Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores P\lblicos), publicada 

en el Diario Oficial de Jl de diciembre de 1982; en el titulo décimo 

del Código Penal (artículos 212 a 224, denominado 11 delitos cometidos 

por servidores pú.blicos 11 ) y en el Código Civil en lo referente al 

11 daño moral". 
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La responsabilidad de los servidores pUblicos está 

restringida, como su nombre lo indica a los servidores pUblicos, 

entendiendo como tales 11 a los representantes de elección popular, a 

los miembros de los poderes judiciales federal y del Distrito 

Federal, funcionarios, empleados y toda persona que desempeñe un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración 

pllblica federal en el Distrito Federal. Por otro lado los 

gobernadores, diputados y magistrados de los tribunales superiores, 

son sujetos de responsabilidad por violación a la Constitución, a las 

leyes fAderales y por manejo indebido de fondos y recursos 

federales". 

La responsabilidad politica en la que pueden incurrir los 

servidores públicos, se hace valer mediante el juicio politice de 

responsabilidad que procede (de acuerdo con el articulo 7 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Pllblicos), en los 

casos de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses 

públicos fundamentales o de su buen despacho. 

El juicio político se sigue en dos instancias ante las 

dos cámaras del congreso de la Union, de acuerdo con lo dispuesto por 

la Ley reglamentaria correspondiente. 

En cuanto a la responsabilidad administrativa, ésta se 

exige a los servidor~s pUblicos por actos u omisione~ que afecten la 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben 

observar en el desempeño de sus fun.:iones, (articulo 47 de la Ley 

reglamentaria), y las causas que hacen posible exigir dicha 

responsabilidad v~n desde la falta de diligencia, hasta el 

incumplimiento de cualquier disposición juridica, lo que hace ver el 
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interés y preocupación del Estado, por proteger a los gobernados de 

las deficiencias y violaciones que se puedan presentar en el 

desempeño de las diversas funciones que le conciernen. 

Responsabilidad iudicial. 

La responsabilidad judicial 11 es aquella en que incurren 

los jueces de las diversas jerarquias cuando cometen faltas graves o 

delitos en el ejercicio de sus funciones judiciales, y que además de 

las sanciones respectivas, comprend.e la reparación de los daflos y 

perjuicios que causen a las partes o a los terceros en la resolución 

de las controversias que tienen encomendadas". (101). 

La responsabilidad civil implica la obliqación de los 

jueces de resarcir a los participantes de un proceso o a los terceros 

afectados con las resoluciones que en el mismo se dicten, de los 

daños y perjuicios que hubieran ocasionado a causa de una actuación 

deficiente, dolosa o negligente. (articulo 1928 del Código civil). 

Asi mismo, el Código de Procedimientos Civiles establece 

la responsabilidad civil de los jueces y magistrados cuando en el 

desempeño de sus funciones infrinjan las leyes por negligencia o 

ignorancia inexcusables. Dicha re.::.pon~abil idad puede exir¡ irse 

sólamente por la parte perjudicada o sus causahabientes y a través de 

un juicio ordinario. (articulo 728 respectivo). 

La responsabilidad administrativa es la más comUn, ya que 

sólo implica la imposición de sanciones disciplinarlas que van desde 

104.• CArdCf'lllS, lla~l f. RHW'IUbftld•d 1:111' \os fln:fonu·los P.:t?lltos. E:d!(orlal 
Ptirrl.lll, $.A., '4.bh:o, 19!5Z, pA9. 14. 
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la amonestación hasta la suspensión temporal, y en el peor de los 

casos la destitución o inhabilitación del funcionario responsable. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

PUblicos (promulgada en diciembre de 1982), estabiece en su articulo 

48 las obligaciones que debe tener todo servidor pUblico para 

salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia,. en el desempeño de sus funciones y cuyo incumplimiento 

dará lugar al procedimiento y sanciones que correspond.an, 

estableciendo además la procedencia del juicio politice en los casos 

de actos u omisiones de los jueces o magistrados, que se traduzcan 

en perjuicio de los intereses pU.blicos fundamentales o de su buen 

despacho, (los que menciona especif icamente en su articulo 7, mismo 

que considera como tales el ataque a las instituciones democráticas y 

a la forma de gobierno republicano, representativo y federal; a las 

violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o 

sociales: el ataque a la libertad de sufragio; la usurpación de 

atribuciones asi como cualquier violación a la constitución, aunque 

el juicio politice no procede, de acuerdo con el propio articulo 7 de 

la Ley que nos ocupa, por la mera expresión de las ideas). Dicho 

juicio politice se inicia ante la Cámara üe Diputado~ del Congreso de 

la Unión mediante una denuncia formulada por cualquier ciudadano y 

mediante la presentación de elementos de prueba, (denuncia que debe 

ser ratificada dentro de los tres días siguientes a su presentación) . 

Por Ultimo, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 

83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, los ministros de la 

suprema corte de Justicia sólo seran responsables, cuando se 

compruebe la existencia de cohecho o mala fe. 
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Se ha hecho alusión a los diversos tipos de 

responsabilidad que atañen a lo juridico, ya que por su amplio objeto 

de estudio, éste se encuentra dividido de acuerdo con la materia de 

que se trate para su mejor reglamentación y pormenorización. 
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e) Objetivo de la responsabilidad. 

Como ya se dijo en el inciso a) de este capitulo, la 

responsabilidad implica una obligación de responder por algo. Sin 

embargo para que dicha obligación sea juridica debe indubitablement:e 

estar prevista en una norma juridica. Por eso para poder hablar de 

responsabilidad juridica, ésta debe tener un origen legal (hablando 

de leyes generales que obliguen a todos los miembros de la sociedad). 

Para establecer claramente la estrecha relación que 

existe entre la responsabilidad y la Ley, podemos tomar de Césare 

Beccaria lo siguiente: 

11 Las leyes son las condiciones con que hombres 

independientes y aislados se unieron en sociedad, fatigados de vivir 

en un continuo estado de guerra y de gozar una libertad convertida en 

inUtil, por la incertidumbre de conservarla. Sacrificaron una parte 

de ella para gozar la restante con seguridad y tranquilidad. La suma 

de todas estas porciones de libertad sacrificadas al bien de cada uqo 

constituye la soberania de la nación, y el soberano es el legitimo 

depositario y administrador de ellas. Mas no bastaba con form<lr este 

depósito~ era necesario defenderlo de las usurpaciones privadas de 

cada hombre en particular, quien trata siempre de quitar del depósito 

no sólo la propia porción, sino también la de los otros. 11 (105). Es 

de esas usurpaciones (o violaciones) de lás que surge la 

responsabilidad, ya que ésta no puede nacer del cumplimiento de la 

ley sino, por el contrario, de su violación. 

105.• aeccarla, tdsare. Dr 101 Drlitos. y las Pm.n. CUslcos universales de \os 
Derechos H\,,ll'.lno1. Comisión Hacional de Derechos Kl.danos. Hdaico, 1991, pá;. 42. 
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La responsabilidad es un deber que exige dar 

cumplimiento a la Ley, {ahi la conexión entre responsabilidad y Ley). 

Por lo tanto mientras la obligación emana del cumplimiento de la Ley, 

hay responsabilidad cuando la Ley ha sido violada:.verbiqracia en una 

relación contractual de compraventa, el vendedor tiene la obligación 

de entregar la cosa vendida, y cumpliendo con esa obligación se apega 

a la Ley: pero si el vendedor no cumple con esa obligación 

contractual de entregar la cosa, hay responsabilidad de su parte, de 

responder por los daños y perjuicios causados por dicho 

incumplimiento. 

De ahí se desprende el objetivo de la responsabilidad que 

no es otro mas que cumplir con una obligación legal con la que no se 

cumplió antes, y que ahora se exige (considerando que es 

caracteristica de la Ley su axigibilidad y obligatoriedad), tomando 

en cuenta también que la responsabilidad tiene el. fin de reparar el 

daño, es decir responder por la violación legal, subsanándola, 

reponiéndola, ya que de nada serviria vincular a un sujeto con u~a 

violación legal para dejarlo asi: es preciso subsanar dicha violación 

y exigir el cumplimiento de la Ley. Esto es, la obligatoriedad de la 

Ley radica en su exigíbilidad, es decir en su cumplimiento por encima 

de la voluntad del hombre. 

Es por eso que la necesaria existencia de la 

responsabilidad, va más allá de la reparación del daño causado o de 

la reposición del cumplimiento legal que no existió antesi implica 1a 

permanencia de la Ley, su eficacia y congruencia con las exigencias 

humanas: a un hombre no le sirve de nada tener u!1 derecho, por más 

sublime que éste sea, si al ser violado no puede ser exigido ~l 

responsable de tal violación. Una violación a la Ley redunda en la 
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responsabilidad a cargo de quien cometió tal violación, y por lo 

tanto la responsabilidad implica el cumplimiento de la Ley en terma 

restitutoria. 

Esto es, el deber ser implica dar cumplimiento a la Ley, 

pero si se viola la Ley aparece la responsabilidad que la hace 

cumplir y por lo tanto volver al inicio, es decir al deber ser 

(cumplimiento de la Ley). Gráficamente seria: 

Deber ser = dar cumplimiento a la Ley; violación a la Ley 

responsabilidad = exigir el cumplimiento de la Ley ~ deber ser. 
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C A P X T O L O V 

La Responsabilidad dentro de la Ley de Amparo. 



ucon tanto ardor deben los ciudadanos palear por la defensa de la• 

leyes, como por la de sus murallas, no siendo menos necesarias 

aquéllas que éstas para la conservación de una ciudad.". 

HERACLITO. 



a) La responsabilidad de 1os juzgadores. 

Dada la gran importancia que tiene la figura de la 

responsabilidad para todo sistema de Derecho que intente realizar 1os 

fines de1 Estado, a través de1 cumplimiento de las leyes que lo 

configuran, sobra mencionar la importancia que reviste la misma (la 

responsabilidad) tratá.ndose del amparo, ya que éste a su vez 

constituye el medio de control de la constitucionalidad de los actos 

que pueden afectar la esfera juridica de todo gobernado. Es por ello 

que el presente punto esta dedicado también a la responsabilidad, 

pero ahora tomando en cuenta a las partes que en él intervienen. 

Con relación a la responsabilidad de los jueces que 

conocen del amparo, cabe apuntar en primer lugar lo que señala al 

respecto el articulo 198 de la Ley de Amparo, que se refiere a la 

responsabilidad penal y administrativa de los juzgadores de amparo, 

de la siguiente forma: 

llLos jueces de Distrito, las autoridades judiciales de 

los Estados, del Distrito Federal, en funciones de aquéllos, los 

Presidentes de las Juntas da concili~ción y Arbitraje y los Ministros 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, son responsables en los 

juicios de amparo por los delitos o faltas que .cometan, ya en la 

substanciación de éstos, ya en las sentencias en los términos que los 

definen y castigan el Código Penal para el Distrito Federal y la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación". 

Referente a este punto el Código Penal del Distrito 

Federal alude a los delitos cometidos contra la administración ~e 
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justicia y a los delitos cometidos por servidores públicos, (titulas 

decimoprimero y décimo respectivamente). 

Considerando que dentro de todo juicio, incluyendo el de 

amparo, es determinante la actividad que el juez realiza, y que sin 

embargo puede no ser la mejor e incluso constituir un delito, es 

necesario señalar esos delitos, contenidos en el Código Penal. 

El articulo 225 del Código Penal señala que son delitos 

contra la administración de justicia, cometidos por servidores 

püblicos: l.- conocer ele un negocio para el que estén impedidos 

legalment~; 2.- no conocer de un negocio del cual deben conocer por 

no tener impedimento para hacerlo; J.- desempeñar otro empleo que la 

ley les prohiba: 4.- dictar inten~ionalmente una resolución de fondo 

o una sentencia ilicita (esto es que viole un precepto legal) 1 5.­

abstenerse de dictar en tiempo (término legal), una resolución de 

trámite, de fondo o una sentencia; 6.- realizar actividades o 

abstenerse de realizar actividades, produciendo con ello un daño a 

alguien o provocando ventaja a alguien, indebidamente; 7. - retrasar 

la administración de justicia con mala fe etc. En estos casos la 

pena aplicable va de uno a ocho años de prisión, y de cien a 

cuatrocientos dias de multa). 

Hemos señalado algunos de los delitos que cometen los 

servidores pU.blicos (incluyendo lógicamente a los jueces de amparo), 

contra la administración de justicia, pero no hemos apuntado lo que 

el Código Penal establece por servidor público. 

El articulo 212 del Código Penal a la letra dice: 11 es 

servidor pU.bl ice toda persona que desempeñe uri empleo, cargo o 

comisión de cualquier naturaleza en la Administración P\ibliqa 
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Federal ... , en el Congreso de la Unión, e en los poderes Judicial 

Pederal y Judicial del Distrito Pederal •.. u. 

A su vez la Ley de Amparo establece la aplicación del 

delito de abuso de autoridad, conforme al cual se habrá de sancionar 

al juez o autoridad que dentro del amparo niegue la suspensión del 

acto reclamado, pero Unicamente tratándose de peligro de privación de 

la vida o de alguno de los actos prohibidos por la· Constitución en su 

articulo 22 (que más adelante se señalan} y sólo si se ejecuta dicho 

acto, (privación de la vida, etc). (articulo 199 de la Ley de 

Amparo). 

Este precepto de la Ley de Amparo resulta indispensable 

si tomamos en cuenta que el incidente de suspensión del acto 

reclamado tiene la finalidad esencial de que éste (el acto que se 

reclama) no se llegue a consumar, ya que dicha consumación no sólo 

deja al amparo sin materia, sino que Priva al gobernado de sus 

derechos primordiales y constitucionalmente reconocidos. 

Es por ello que se castiga al juez que deje sin mater~a 

al amparo por no suspender el acto reclamado, cuando ello provoque la 

privación de la vida (articulo 199 de la Ley de Amparo), o 

11mutilación, infamia, marca, azotes, palos, tormento de cualquier 

especie, multa excesiva, confiscación de bienes y cualesquiera otras 

penas inusitadas y trascendentales" (articulo 22 de la Constitución). 

El castigo que se aplica en estos casos al juez que, 

reiterando, permita la consumación del acto reclamado al negarse a 

otorgar la suspensión, es equiparable al que opera en los casos en 

los que un servidor pl.iblico comete el delito de abuso de autoridad, 

que se encuentra tipificado en al articulo 215 del Código Penal:, 

mismo que se refiere , entre otros, a los casos en los que el 
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servidor pUblico (en este caso jueo:) retarde o niegue indebidamente 

la impartición de justicia a que esta obligado. 

La pena que se aplica en caso de comisión del delito de 

abuso de autoridad (aplicable ü.l caso que nos ocupa) es 11 de uno a 

ocho años de prisión, de cincuenta hasta trescientos dias de multa y 

destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión pú.blicos 11 (articulo 21.5 del Código Penal). 

Como podernos apreciar la sanción aplicable es severa pero 

no excesiva, ya que se trata de actos consumados que aniquilan la 

vidi'I o la integridad fisica de un gobernado que no sólo debió ser 

protegido por el propio Estado, sino que recurrió al juicio de 

amparo, principal defensor de l.os derechos más elevados y esenciales 

con que cuenta el ser humano y cuya destrucción se consumó en virtud 

de la ominosa y negligente actuación del juzgador que tuvo en sus 

manos impedirlo, con sólo actuar licitamente. 

Continuando con la responsabilidad de los juzgadores, el 

articulo 200 de la Ley de Amparo se refiere a la responsabilidad del 

juez que por negligencia o por motivos inmorales niegue la suspensión 

del acto reclamado, siendo notoriamente procedente concederla: Este 

precepto excluye expresamente los casos señalados anteriormente 

(privación de la vida, etc), ya que éstos son sancionados de acuerdo 

con el articulo 215 del Código Penal, también citado. En este caso, 

el propio articulo 200 de la Ley de Amparo dispone que sera 

aplicable una pena que va de prisión de uno a seis anos y de cien a 

trescientos dias de multa, hasta pena de prisión de dos a ocho años Y 

de doscientos a cuatrocientos dias multa, de conformidad con el 

articulo 225.del Código Penal, aplicable en este caso. 
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Este precepto se deriva, al igual que el antecesor 

(articulo 199 de la Ley de Amparo) de la razón de ser de la 

suspensión del acto, ya que el juez ahora por negligencia niega la 

suspensión atentando contra la materia de amparo, siendo que su deber 

es, por el contrario, actuar con probidad y rectitud. 

Por su parte el articulo 201 de la Ley de Ar.iparo hace 

aplicable esta misma sanción de uno a ocho años de prisión y multa 

de cien a cuatrocientos días de multa -articulo 225 del Cógigo 

Penal-) para los juzgadores de amparo, en los siguientes casos: 

- cuando excarcele al quejoso ilicitamente, y de ello 

resulte la comisión de otro delito; 

- cuando por conducto suyo deban hacerse promociones ante 

la suprema Corte y por negligencia o malicia de su parte, éstas se 

retrasen o entorpezcan, lo cual atenta contra la· celeridad con que 

debe proceder la Suprema Corte al impartir justicia; 

- cuando sin motivo justificado difiera o suspenda la 

audiencia constitucional {ya que ello provoca un retraso innecesario 

en la conclusión del juicio), y 

- cuando decrete ilicitamente la suspensión del acto 

reclamado y por virtud de ello se produzca un daño o se conceda una 

ventaja indebidos. 

Así mismo, el articulo 202 de la Ley de Amparo dispone 

que "la falta de cumplimiento de las ejecutorias de amparo imputables 

a los jueces de Distrito, o a las autoridades que conozcan del 

juicio, se castigarán con arreglo a las disposiciones del Código 

Penal aplicable en materia federal a las responsables del delito de 

abuso de autoridad". 
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La sanción a que se refiere este precepto va de uno a 

nueve años de prisión, cincuenta a cuatrocientos días de multa y 

destitución e inhabilitación de uno a nueve años para desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión pUblicos, y su aplicación nos subraya el 

hecho de que el juzgador en el amparo, no sólo esta obligado a dictar 

la sentencia que le corresponda al caso, sino a ver por el 

cumplimiento y ejecución eft;ict:ivos de la misma. 

Este aspecto de la responsabilidad, asi como las 

sanciones que ~~tablece la Ley de Amparo son de especial importancia 

ya que resulta muy claro el alcance y peso que tiene la actuación de 

los juzgadores de amparo, misma que debe estar Supeditada y 

subordinada Edl todo momento a lo que la Ley establece, sobre todo si 

consideramos que de su desempeño depende el resguardo y la defensa de 

la constitución cuya trascendencia todos conocemos (capitulo I) y por 

ende resta enunciar. 
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b) La responsabilidad de las autoridades responaal:Jles. 

La responsabilidad de las autoridades en el amparo se 

deriva de diversos supuestos contenidos en la. propia Ley de Amparo, 

mismos que traen consigo distintas sanciones que se citan a 

continuación: 

- Responsabilidad por rendir informes falsos, ya sea en 

el juicio de amparo o en el incidente de suspensión, (articulo 204 de 

la Ley de Amparo) . 

Siendo éste el tema central del presente trabajo, y ya 

que será tratado de manera exhaustiva en el capitulo siguiente, nos 

limitamos por el momento a señalar la pena aplicable con el objeto de 

evitar redundar en el mismo y abundar en aspectos que más adelante se 

abarcarán. 

- Responsabilidad por revocar el acto reclamado. 

Articulo 205 de la Ley de Amparo: "La autoridB;d 

responsable que maliciosamente revocare el acto reclamado, con el 

propósito de que se sobresea en el amparo sólo para insistir con 

posterioridad en dicho acto, será castigada con las mismas sanciones 

prevlst<'.ls en el Código Penal aplicable en materia federal para los 

responsables del delito de abuso de autot"ldaQ 11
• 

Este aspecto de la responsabilidad, se refiere a los 

casos en los que la autoridad responsable anula o cancela el acto 

reclamado para que el juez sobresea el juicio de amparo en base a 

que, d.e acuerdo con la fracción III del articulo 7 4 de la Ley da 

Amparo el juicio debe sobreseerse al aparecer una de las causas d,e 

improcedencia del mismo, siendo improcadente el juicio de amparo 
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"cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado" (fracción XVI 

del articulo 73 de la Ley de Amparo) . 

Del párrafo anterior se desprende lo siguiente: la 

autoridad responsable que revoca el acto reclamado con el sólo 

propósito de que el juez sobresea el juicio, para entonces llevar a 

cabo dicho acto, incurre en responsabilidad cuya sanción se traduce 

en la pena contenida en el articulo 215 del Código Penal aplicable a 

los casos de delitos de abuso de autoridad, misma que va de uno a 

nueve años de prisión, cincuenta a cuatrocientos dias de multa y 

destitución e inhabilitación de uno a nueve años para desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión públicos. 

-Responsabilidad por no cumplir un auto de suspensión. 

El articulo 206 de la Ley de Amparo establece este 

supuesto y la sanción que al mismo le corresponde, de la manera 

siguiente: 

11La autoridad responsable que no obedezca un auto de 

suspensión debidamente notificado, será sancionada en los términos 

que señala el Código Penal aplicab~e en materia federal para el 

delito de abuso de autoridad, por cuanto a la desobediencia cometida; 

independientemente de cualquier o'tro delito en que incurran. 

La razón de ser de la suspensión del acto es evitar que 

el amparo se quede sin materia al consumarse un acto irreparable, y 

es por ello que la autoridad responsable que dentro del amparo 

desobedece un auto de suspensión está atentando directamente contra 

el juicio de garantías. Ahi la necesidad de sancionar a dichils 

autoridades que mediante su actuación degradan y entorpecen la misión 

y cometido del amparo. 
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En estos casos la sanción aplicable va de uno a nueve 

años de prisión, cincuenta a cuat.rocientos dias de multa y 

destitución e inhabilitación de uno a nueve años para desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión públicos (articulo 215 del Código Penal): 

sin embargo además de ésta sanción, el propio articulo 206 de la Ley 

de Amparo establece que ésta es independiente "de cualquier otro 

delito en que incurra 11
1 ya que la autoridad al no acatar un auto de 

suspensión dictado legalmente está violando una determinación 

judicial, ya que no acatar el auto de suspensión implica ejecutar el 

acto que el juez ordenó suspender, con lo cual se hace responsable 

penalmente por los delitos que resulten de ese desacato, 

- Responsabilidad por admitir fianza o contrafianza falsa 

o insuficiente. 

Articulo 207 de la Ley de Amparo. - La autoridad 

responsable que en los casos de suspensión admita fianza o 

contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en 

los términos previstos por el Código Penal aplicable en materia 

federal para los delitos cometidos contra la administración de 

justicia". 

En los casos en los que el quejoso solicita la suspensión 

del acto reclamado, debe determinar::>e un<i cierta cantidad de dinero 

como monto para la fianza y contrafianza que se establecen como 

garantia para reparar los daños y perjuicios que puedan ocasionarse 

con la suspensión o con la autorización para llevar a cabo los actos 

reclamados. Si dicho monto es falso o insuficiente, es lógico que se 

va a perjudicar con ello a la parte a la que deban repararselc dichos 

daños y perjuicios, y es por el lo que la autor id ad responsable que 

admitió esa garantia irreal es sancionada por ello. 
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La pena aplicable en este caso es equiparable a la que 

opera en caso de delitos cometidos contra la administración de 

justicia y va de uno a seis años de prisión, cien a trescientos dias 

de multa y privación e inhabilitación para el desempefto del cargo o 

de uno nuevo por un lapso de uno a diez años. 

-Responsabilidad por intentar repetir el acto reclamado o 

eludir el cumplimiento de la sentencia. 

El articulo 200 de la Ley de Amparo a la letra dice: 11 si 

después de concedido el amparo, la autoridad resl?onsable insistiere 

en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el 

cumplimiento de la sentencia de la autoridad federal, inmediatamente 

será separadá. de su cargo i' consignada al juez de Distrito que 

corresponda para que la juzgue por la desobediencia cometida, la que 

será sancionada en los térmir.os que el Código Penal aplicable en 

materia federal señala para el delito de abuso de autoridad11 • 

Es !negable la necesidad de sancionar a la autoridad 

responsable que incurre en estos tipos de conductas ya que se trata 

por un lado del caso en que la autoridad responsable no cumple con 

una sentencia constitucional (que no tiene otrO objetivo sino el de 

la defensa de la Ley Suprema), y por otro, el caso de que la 

autoridad responsable repita el acto de autoridad mismo que ya fué 

objeto de una sentencia de amparo y declarado inconstitucional, lo 

que constituye indudablemente una falta grave. 

Este articulo además de contener los anteriores 

supuestos, resalta la importancia de dar cumplimiento a la sentencia 

de amparo cuyo objetivo, reiterando, es la defensa de la Constitución 

y por lo tanto el respeto de la misma por parte de todos (incluyendo 

lógicamente a las autoridades responsables). Es por ello que el 
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propio articulo 208 de la Ley de Amparo, establece una sanción para 

la autoridad que incurre en las conductas mencioriadas al establecer 

que ésta "será separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito 

que corresponda, para que la juzgue por la desobediencia cometida". 

Dicha desobediencia será sancionada con una pena equiparable a la que 

opera en el caso de comisión de delitos de abuso de autoridad y va de 

uno a ocho años de prisión, de cincuenta a trescientos dias de multa 

y destitución e inhabilitación de uno a ocho años para desempeñar 

empleo, cargo o comisión pUblicos (articulo 215 del Código Penal). 

- Responsabilidad por resistirse a cumplir los mandatos 

dictados en el atr.paro. 

Este supuesto se encuentra contenido en el articulo 209 

de la Ley de Amparo que a la letra dice: 

"Fuera de los casos señalados en los articules 

anteriores, cuando la autoridad responsable se resista a dar 

cumplimiento a los mandatos u órdenes dictados en materia de amparo 

será sancionada en la forma precisada en el Código Penal aplicable e.n 

materia federal para los delitos cometidos contra la administración 

de justicia, por los actos u omisiones ahi previstos". 

Este precepto contiene todos aquellos supuestos en los 

que la autoridad responsable comete cualquier tipo de violación, 

excluyendo expresamente los casos mencionados en los párrafos 

anteriores, es decir el incidente de suspensión y la sentencia. 

la pena aplicable en estos casos es de ·dos a ocho años de 

prisión, de doscientos a cuatrocientos dias de multa, asi como 

privación e inhabilitación para el desempeño de su cargo o de uno 

nuevo por el lapso de uno a diez años (articulo 225 del Códig.o 

Penal). 
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El hecho de que la propia Ley de Amparo sancione toda 

violación en que incurra la autoridad responsable y no sólo aquellas 

que se refieren al incidente de suspensión o a la sentencia 1 implica 

que toda violación en el amparo es reprobable ya que cualquier 

irregularidad, por menor que ésta sea 1 atenta coptra los fines del 

juicio Constitucional. 

Responsabilidad por constituir delito el acto de 

autoridad. 

Esta hipótesis tan importante está contenida en el 

articulo 21.0 de la Ley de Amp.iro de la manera siguiente: 

11 Siempre que al concederse definitivamente al quejoso el 

amparo de la Justicia Federal apareciere que la violación de 

garantias cometidas constituye delito, se hará la consignación del 

hecho al Ministerio PU.blico 11 • 

En este caso se le concede al quejoso el amparo 

solicitado por ser inconstitucional el acto de la autoridad 

responsable, pero además éste constituye un delito del cual se deberá 

dar parte al Ministerio Público. 

Esto es, la autoridad responsable al realizar un acto 

inconstitucional puede ademas r.i.aterializar una conducta tipificada 

coma delito de la que surge la responsabilidad penal por parte de tal 

autoridad. 

En este caso la pena aplicable será la que corresponda al 

delito de que se trate, sin olvidar que puede exigirse la 

responsabilidad civil a la autoridad conculcadora de la Constitución 

para que responda por los dnños y perjuicios ocasionados con su 

actuación. 
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De esta manera tenemos los casos en los que se hace 

exigible la responsabilidad a cargo de las autoridades responsables 

que dentro del juicio de amparo se encuentren en alguno de los 

supuestos contenidos en la propia Ley de Amparo, asi como las 

sanciones aplicables a cada uno de dichos supuestos, con cuya 

aplicación práctica se evitarian las violaciones que frecuentemente 

cometen las autoridades responsables y que generalmente quedan 

impunes. 
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o) La responsabilidad de 1as partes. 

Las partes en el amparo, es decir el quejoso y e1 tercero 

perjudicado, pueden incurrir en responsabi1idad al realizar diversas 

conductas que 1a Ley prevée y a 1as que corresponde una sanción que 

también establece la Ley de Amparo. 

El articulo 211 de la Ley de Amparo contiene los casos en 

los que tanto el quejoso como el tercero perjudicado incurren en 

responsabilidad. Dicho precepto establece: 

"Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión 

y multa de diez a noventa dias de salario: 

I. Al quejoso en un juicio de amparo .que al formular su 

demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación 

al amparo 1 siempre que no se reclame alguno de los actos a que se 

refiere el articulo 17. 

Sin duda, proceder con falsedad en el juicio de amparo 

constituye una falta grave, cuya consecuencia lógica es que el ju~z 

se base, al ocuparse del juicio, en hechos falsos o bien 

desconociendo hechos que pueden resultar determinantes y decisivos 

para la resolución de éste. 

De acuerdo con este precepto, resulta igualmente 

reprobable y sancionable, tanto proceder con falsedad como ocultar al 

juez hechos ciertos relacionedos con el amparo, ya que en ambcs 

supuestos el juez cimenta su actuación desconociendo la realidad 

sobre los hechos que se le narran. 

sin embargo, la sanción aplicable en estos casos de 

falsedad u omisión de hechos no opera en caso de que el quejo~o 

reclame alguno de los actos siguientes: peligro de privación de la 
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vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, 

deportación, destierro (articulo 17 de la Ley de Amparo), asi como 

los casos en que pretenda aplicarse pena de mutilación, infamia, 

marca, azotes, palos, tormento de cualquier especie, multa excesiva, 

confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y 

tracendentales (articulo 22 Constitucional). Cabe señalar que, de 

acuerdo con el propio articulo 22 Constitucional, no se considera 

confiscación de bienes 11 1a aplicación total o parcial de los bienes 

de una persona hecha por la autoridad judicial para el pago de la 

responsabilidad civil resultante de la comisión de un delito, o para 

el pago de impuesto o multas, ni el decomiso de los bienes en caso de 

enriquecimiento ilegítimo" (mismo que ha sido tratado en el apartado 

especifico de responsabilidad, contenido en el capitulo anterior). 

Resulta lógico que en estos casos se omita la aplicación 

de la pena, ya que se trata de casos especiales que se caracterizan 

por la premura y gravedad de que están reves"tidos, ya que su 

consumación hace irrestituibles e irreparables los derechos violad~s 

por la autoridad. Sin embargo fuera de ellos es aplicable la sanción 

mencionada. 

De igual manera, se impondrá sanción "de seis meses a 

tres años de prisión y multa de diez a noventa dias de salario": 

II. Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de 

amparo, que presente testigos o documentos falsos. 

En este caso, al igual que en el anterior la 

responsabilidad (y por tanto la sanción) surge de la falsedad, ya que 

con ella se pretende engañar al juez proporcionando testigos o 

documentos falsos que provocan el desarrollo de un juicio viciado .Y 

ficticio por estar basado en hechos inexistentes y fingidos. 
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La sanción que se aplica en estos casos pretende evitar y 

erradicar la práctica de actividades que crean juicios corrompidos y 

adulterados Y que ponen en marcha la función judicial sin tener base 

para ello. 

En el ültimo supuesto contenido en el articulo 211 de la 

Ley de Amparo, se aplica la misma sanción (de seis meses a tres años 

de prisión y multa de diez a noventa días de salario): 

III. Al quejoso en un juicio de amp~ro que para darle 

competencia al juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a 

una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los casos a 

que se refiere el articulo 17. 

De acuerdo con el propio precepto mencionado, ésta 

sanción no debe ser aplicada en los siguientes casos: peligro de 

privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de 

procedimiento judicial, deportación, destierro (articulo 17 de la Ley 

de Amparo}, asi como mutilación, infamia, marca, azotes, palos, 

tormento de cualquier especie, multa excesiva, confiscación de bienes 

y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales (articulo 22 

Constitucional). Fuera de estos supuestos, cuando .el quejoso designe 

cor.to autoridad ejecutora a una que no lo sea, con el propósito de 

darle competencia a un determinado Juez de Distrito, se hará acreedor 

a la sanción ya señalada. 

Al respecto cabe señalar que, de acuerdo con el articulo 

36 de la Ley de Amparo, el juez competente para conocer del amparo 

"lo será aquél en cuya jurisdicción deba tener ejecución, trate de 

ejecutarse, se ejecute o se haya ejecutado el acto reclamado''. 

A pesar de que el amparo es la institución que po.r 

excelencia y en forma exclusiva se encarga de proteger a los 
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gobernados de los abusos y violaciones en que incurren las 

autoridades, dichos gobernados pueden hacerse acreedores a las 

sanciones previstas en la Ley de Amparo, cuando dentro de éste 

realicen actividades corruptas e inadmisibles para el desarrollo del 

juicio, mismas que están contenidas en el articulo 211 ya analizado. 

100 



CAPITULO VI 

La Responsabilidad por rendir informea falsos dentro del amparan. 



"El mentir es un maldito vivir. Nosotros no somos ho!Dl>res, ni 

vivimos unidos los unos con l.os otros sino por l.~ pal.abra1 si 

l.legáse~os conocor el horror y el peso de este vicio, le 

declararíamos la guerra a sangre y fuego con más ardor y justicia que 

a todos los demás crimenes 11 • 

MONTAIGNE. 



a) Xntroducoión. 

11 El de Hitler se dacia un Estado de Derecho¡ el de Franco 

en España se decia un Estado de Derecho, ¿ y saben porqué ?. Porque 

identificaban el Derecho y la justicia con la Ley, y la Ley la hacia 

el que tenia el poder. 'i eso no tiene sentido, eso no tiene valor". 

(l.06). 

Sin duda el E~tado mexicano es un Estado de Derecho y no 

solamente de forma sino de intención y de fondo. La igualdad entre 

todos los hombres constituye el mejor cimiento para alcanzar la 

justicia, ya que si todos los hombres son iguales dicha igualdad les 

da el poder para exigir sus derechos de acuerdo con los lineamientos 

que la misma Ley establece para hacerlo. De esa manera, si una 

autoridad comete un delito en menoscabo de un dere~ho tutelado por la 

Ley y en favor de un ciudadano, éste debe exigir el cumplimiento de 

la Ley y la aplicación de una pena para dicha autoridad, (rescatanqo 

asi sus derechos), del mismo modo que el Estado castiga al ciudadano 

que comete un delito. Esto es, los delitos se constituyen y se 

castig~n en general, sin distinguir quién los comete, porque la Ley 

es general: y aunque el ciudadano no puede castigar a la autoriUad 

que comete un delito, debe exigir al Estado ese castigo, para que 

éste actúe por él 1 de acuerdo con lo que la Ley impone. 

106,• ?orrHlo M•rtlnei, Pedro. Ccnferenc\1 mqlnrrl, Ciclo de Conferencia• 
Ma¡¡lstrales. lO de uptl~e de 1991. Procuraó.orh Ceneral de Justl'il del 
Distrito federal. Colegio de Abo¡¡itd<ls de Mb.lc:o A.C. y División Cultural Cr~ 
Radio Mil. l~reso por Promotarn crbflc:os, S.A. de c.v. en octubre de 1991, pig. , .. 
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No debemos olvidar que es el Estado el primero que debe 

ver por el cumplimiento de la Constitución y por lo tanto de las 

leyes que emanan de ella, ya que aunque puede parecer necesario a los 

gobernantes sujetar más estrechamente a cada hombre para mantenerlo 

en el orden y en el silencio, eso no puede lograrse por mucho tiempo 

y a la larga se convierte en un motivo de debilidad (107), porque 

cuando la Ley se suprime el Estado decae y queda totalmente 

arruinado, como una construcción cuyos cimientos se destruyen, siendo 

que la misión del gobernante consiste en su fin que no es otro sino 

el de procurar la seguridad del pueblo. Al suprimir los derehos 

esenciales del hombre, el propio Estado queda destruido, y cada 

hombre retorna a la cal<lmitosa situación de guerra contra todos los 

demás hombres. La misión del gobernante consiste en mantener 

enteramente esos derechos ( 108), y ello no puede hacerse sino 

mediante la observancia de las leyes que los tutelan y garantizan. 

Es por eso que el cumplimiento de la Ley debe surgir del 

propio Estado sin admitir y dejar impunes a las ·autoridades que la 

violan, ya que ello lo convertiriü en un enemigo de la Ley que debe 

mantener y proteger; por el contrario, debe levantarse como el 

gobernante que describiera Teseo al heraldo de Tebas que le preguntó: 

11 ¿Quién es el déspota en esta tierra?, ¿a quién debo anunciar el 

mensaje de Creón, que rige en la Tierra de Cadmus desde 

107,• Tocqucvllle, Aluis de. u ori:xx:raci1t m Ati.?rltn 11. Brlunnic;i Gre;it Books. 
Encyc:lopnedla BrltaMh:a, !ne. 1984, p.i;. 212. 
108.- Hobbes, ThOlllOS. ~ Los Gr;indei; PmuOorcs. Editorial Sarpe. Madrid. 
1984, págs. 333-335. 
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que Estéocles fue muerto por la mano de su hermano Polineses a las 

puertas de Tebas? 11 a lo que Teseo respondió:_ "Señor extranjero, haz 

comenzado mal tu discurso al preguntar aqui por un déspota. Esta 

ciudad no tiene reglas hechas por un solo hombre, porque es libre y 

las reglas del pueblo año con año impiden favorecer la riqueza, pues 

el hombre pobre es igual que el hombre rico". (109). Tal como 

sostiene Sócrates, las leyes hacen nacer al hombre, lo educan y 

al imantan, le hacen todo el bien de que son capaces, y por el lo lo 

que se intenta contra las leyes en injusto; al.in mas tratandose de una 

autoridad que no sólo esta obligada a cumplir la Ley sino que no 

contrajo dicha obligación por fuerza ni por sorpresa. (110). 

Sin duda el Estado mexicano es un estado de Derecho. En 

él los servidores públicos pueden pretender violar los derechos 

fundamentales de un individuo, pero se topan ante una institución 

Constitucional que preserva esos derechos y los garantiza: el juicio 

de amparo. Dentro del juicio de amparo, se pretende esclarecer un 

problema de constitucionalidad de un acto de autoridad, es decir de 

un acto de un servidor público, poniendo en claro que en nuestro pais 

todos los órganos del Estado y los servidores públicos que integran a 

éstos, tienen la obligación de actuar conforme a la Ley Fundamental 

(Constitución), y si sus actos no se ajustan. a esos preceptos 

jurídicos, no tienen validez. Es por eso que todos los servidores 

públicos deben realizar Unicamente las actividades que la Ley les 

109.• Eu,.ip1d<!s. UlL..1..uollc11ntes. Srit11nnic11 Cireot Books. Tomo S. Encyclopeedl• 
Brit:il'lnieo, loe. V•9~flm.:i·Se9und~ EdiclCo. LCndru, 1978, pág. Z6\, 
110.• Plotcln, Dl,IMOS, Crlton o d11l Oet>t>i-. Editorial Poio,.ü.11, S.A. Méidco, 1973, 

~11· Z7. 
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impone y permite~ de la manera en que deben realizarse y dentro de 

los limites competenciales que rijan la actividad que realizan. 

Pero no es lo ünico. El Estado, a través de sus órganos y 

servidores pUblicos, tiene en sus manos la realización de los más 

altos ideales del pueblo, sus principios más encumbrados y sus metas 

más valiosas, todo ello inmerso el texto Constitucional y 

transformado en preceptos para su reconocimiento y regulación, y es 

por ello que el propio Estado y las autoridades mismas, lejos de 

saltarse esos derechos fundamentales contenidos en la Ley Suprema 

conculcándolos y pisoteándolos, tienen el alto honor de erigirse como 

los principales y más inflexibles defensores de esos ideales. Ahi la 

grave falta que cometen las autoridades que dentro del amparo rinden 

informes falsos abandonando esos ideales y atentando contra los 

propios fines del Estado. Ahi la necesidad de sancionar a tales 

autoridades que lejos de enaltecer al amparo como el gran protecto;r 

de esos derechos, lo degradan y abaten como enemigo de sus intereses 

deshonestos y turbios. 

sin cr.ibo:i.rgo, no bast..:i con decir categóricamente que: se 

debe sancionar a las autoridades que realizan estas conductas; es 

necesario aplicar en la praxis dichas sanciones, ya contenidas en 

la Ley, y no sólo para materializar el deseo de venganza que se 

produce cuando se ha cometido un delito en contra nuestra, sino para 

quitarle al Estado la carga de autoridades que lo alejan de su enorme 

cometido, desacreditcindolo y por qué no, desacreditándonos a todos 

los hombres que tenemos reconocidos y regulados los derechos má~ 

anhelados y peleados a lo largo de la historia, ya que sin duda dejar 

104 



esos derechos a su suerte sin hacer el menor esfuerzo por mantenerlos 

y defenderlos desacredita a todo el género humano y lo hace 

retroceder en sus anhelos y deseos de justicia. 

Sin duda, vacilar en la aplicación de sanciones para las 

autoridades que atropellan los derechos contenidos en la Ley Suprema 

es dudar del hombre y de su historia; por el contrario, luchar por 

esos derechos con la Ley en la mano, impidiendo que las autoridades 

que los infrinjan queden impunes y disuadidas a seguir 

infringiéndolo~ cuantas veces lo requieran sus intereses, implica 

creer en eso~ derechos y protegerlos como al bien niás valioso y 

sublime para el hombre, como la vida misma. 
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bJ Procedimiento respectivo. 

La responsabilidad de las autoridades que rinden informes 

falsos en el amparo se encuentra prevista en el articulo 204 de la 

Ley de Amparo (a su vóz contenido en el capitulo II del Titulo Quinto 

11 0e la Responsabilidad en los Juicios de Amparo 11
), y a la letra dice: 

"Las autoridade::J t·c!:oponsables que en el juicio de amparo 

o en el incidente de su~pen::;ion l·imfan informes en los que afirmaren 

una falsed11d o negaron la vcrd.nl, en todo o en parte, será.n 

sancionadas en los término::; que !lcñale el Código Penal aplicable en 

materia federal para las autoridades que.> lleven cabo 

afirmaciones o ncgativ..is ul enviar informacion a otra autoridad 11 , 

Antes de las Reformas de l 983 a la Ley de Amparo, el 

articulo 204 de dicha Ley nos remitia directamente a la fracción V 

del articulo 247 del Codigo Penal, haciendo aplicable la sanción 

contenida en dicho precepto penal, para los casos en que las 

CtUtoridaUes responsable::; rindieran informes falsos. A pesar de que el 

articulo 204 de la Ley de Amparo vigor ya no nos remite 

directamente ul articulo 247 del Código Penal y en lugar de ello 

expresa que li'ls autoridades que rindan informes falsos "serán 

S<lncionad,,s en los términos que señale el Código Penal... para las 

autoridades que lleven a Cilbo esas 'afirmaciones o negativas al enviar 

información a otra íl.Utoridad 11 , resulta ser que el precepto aplicable 

al caso es el propio articulo 247 del Código Penal, aunque ya no se 

menciona expresamente. 

Al respecto la Constitución la fr11cción II del 

articulo 109 establece que "la comisión de delitos por parte de 

cualquier servidor público será perseguida y sancionada en los 

términos de la legislación penal 11 , entendiéndose por servidores 

pU.blicos, de acuerdo 
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con la propia Constitución (articulo 108) "los ·represelltantes de 

elección popular, los miembros de los poderc_s jÚdici.ll. ·Federal y 

Judicial del Distrito Federal, los funcionarios Y .cciplead0s, y, en 

general toda persona que desempeñe un e~pi~o;.· ca~go ··.'·o·; c~~ist'Óri de 

cualquier naturaleza en la adm¡n~stra'c~~~-.' p~~\:~cii ·federal o en el 
'· ... 

Dintrito Federal 11 , agregando·_ "cit!-ien'eS · SC:rán .. ·,:·respoñSa'?les ··por los 

actos u omisiones en que inc_u~ran: e~·-. el ~_es~rnp'¡;~~: ~~ · s~:s _respectivas 

funciones". ,_ . . ·< 

En estas circunstan~ii.:i~ ~e:SUi.ta -·-clarO::_'-que,·..::- tanto la 

Consti tució~ c~tUo la l/.!~ de·: j~~p-~~r~:. ll-~~-~ rek-~.~~~ -'~i~·. é~ci~rc:i~-- P~i~al. 
El 'l'itulo cuarto constitucional de~;o~i~~d~· . ·--,;De las 

Responsabilidades de los ServidOres Públi_~os":• sienta la·s b"ases de 

los procedimientos a seguir cuando un servidor pUblico incurre en 

responsabilidad, castigando asi a las dUtor;idades que cometen un 

ilicito. Estos procedimientos son paralelos al juicio de amparo y de 

alquna manera lo complementan y<J que dicho juicio, por ser un medio 

de protección de la Constitucion previsto parc.1 salvaguardar los 

derechos de los gobern.1.Uos, se ocup.'l Untc<1mente de retituirle al 

gobernado la qarantia violada por el acto de autoridad, en tanto que 

los procedimientos aludidos sirven para exigir a la autoridad la 

responsabilidad en que ha incurrido. 

El Tituló cuarto de la Constitución ( 11 De las 

Responsabilidades de los servidores PU.blicos") fuá reformado a través 

del decreto publicado en el Diario Oficial de la Fedcracion el 23 de 

diciembre de 1982 y pone de manifiesto la preocupación Ucl sistema 

democrático por adoptar un régimen adecuado de responsabilidades de 

los servidores pUblicos, evitando asi el abuso de poder. Incluso 

cambió la denominación usada anteriormente de "funcionarios públicos" 
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por la de "servidores públicos", con el fin de "establecer la 

naturaleza del servicio a la sociedad que comporta su empleo, cargo o 

comisión" (dice la exposición de motivos). 

Ahora bien, en cuanto al procedimiento que debe seguirse 

cuando las autoridades responsables en el amparo incurren en 

responsabilidad por rendir informes falsos, la fracción II del 

articulo 109 constitucional establece que 11 la comisión de delitos por 

prate de cualquier servidor público, será perseguida y sancionada en 

los términos de la legislación penal", señalando en el Ultimo párrafo 

que ºcualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y 

mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular 

denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 

respecto de las conductas a las que se refiere este articulo 11 • 

La denuncia ante la Cámara de Diputados a que se refiere 

este último párrafo del articulo 109 constitucional, oper-a en los 

casos en los que, dada la jerarquia del servidor público que ha 

C?Ornetido el ilicito, es necesario seguir un juicio politice con el 

objeto de separarlo de su cargo para, posteriormente, poder ejercer 

la acción penal en su contra. 

En este sentido, el articulo 110 constitucional establece 

que upodrán ser sujetos de juicio politice los Senadores y Diputados 

al congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, los Jefes de 

Departamento Administrativo, el Jefe del Departamento del Distrito 

Federnl, el Procurador General de la Repú.blica, el Procurador General 

de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y 

Jueces de Distrito, los Magistrados y Jueces del Fuero Comün d~l 

Distrito Federal, los Directores Generales o sus equivalentes de los 
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organismos descentralizados, empresas de participación estatal 

mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y 

fideicomisis ptlblicosu. 

La sanción que se deriva del juicio politico se concreta 

a la destitución e inhabilitación del servidor ptlblico responsable 

politicamente, y en el caso de que dicha infracción politica se 

encuentre también tipificada como delito (caso de las autoridades 

responsables que rinden informes falsos en el arnparo), se podrá 

entonces requerir la responsabilidad penal (con el servidor püblico 

ya removido de su cargo) ante los tribunales ordinarios. 

Cabe señalar que de acuerdo con la fracción I del 

articulo 109 constitucional, el juicio politice se sigue contra los 

servidores pUblicos (ya mencionados. articulo 110 constitucional) que 

durante el ejercicio de sus funciones 11 incurran en actos u omisiones 

que redunden en perjuicio de los intereses pU.blicos fundamentales o 

de su buen despacho 11 tales como 11 atacar a las instituciones 

democráticas; cometer violaciones graves y sistamáticas a las 

garantias individuales y sociales; cometer infracciones graves a la 

Constitución o a las leyes federales; omitir en forma grave la 

aplicación de la Constitución o de las leyes federales ... 11
1 etc 

(articulo 7o. de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos). 

En este caso, es decir tratándose de servidores públicos 

a los que deba seguirse un juicio politice con el objeto de poder 

ejercitar la acción penal, el procedimiento a seguir es básicamente 

este: Acusación de la ca.mara de Diputados -previa sustanciación del 

procedimiento, con audiencia del inculpado y declaración de la 

mayoria absoluta de sus miembros presentes- ante la Cámara de 
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senadores que, erigida en Jurado de sentencia, resolvera a través de 

las dos terceras partes de los miemPros pi:esentes, una vez 

practicadas las respectivas diligencias y con audiencia del acusado 

(articulo 110 constitucional). Las sanciones aplicables consisten en 

la destitución y en la prohibición de volver a desempeñar cualquier 

otra función, cargo o comisión en el servicio público {desde uno 

hasta veinte anos, seguün lo dispuesto por el articulo So. de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos). El juicio 

politice puede ser iniciado por cualquier ciudadano, aportando l~s 

9ruebas suficientes y siendo necesario que ratifique la denuncia 

dentro de1 término de tres dias naturales siguientes a aquél en que 

se presentó la demanda, misma que deberá señalar por escrito cuál 

la conducta que sirve de base para tramitar el juicio politlco que se 

propone. El ciudadano que pretenda exigir responsabilidad politica a 

un servidor ptibl ico, debe presentar la demanda o denuncia ante la 

Cámara de diputados y aportar elementos de prueba (en este caso el 

expediente del juicio de amparo en que la autoridad rindió un inforrn~ 

falso). 

Indudablemente resulta correcto sancionar con la 

destitución e inhabilitación a aquellos servidores públicos que 

cometen conductas contrarias a la Constitución y a la propia Ley de 

Amparo 1 independientemente de la sanción a que se hagan acreedores 

como resultado del procedimiento penal. Se puede afirmar que a través 

del juicio politice "se finca una responsabilidad politica a ciertos 

servidores püblicos de alta jerarquia por haber cometido infracciones 

de carácter político, en cuyo caso se aplica una sanción 
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eminentemente politica por conducto de un órgano también politice). 

(111). 

De este modo, las faltaP de carácter politice en que 

incurren los servidores públicos, son castigadas politicamente, en 

tanto que la responsabilidad penal -derivada de la comisión de 

delitos- se encuentra sancionada por las leyes petlales y a través de 

tribunales penales comunes, previa la sustanciación de un juicio 

penal. 

Hasta ahora hemos señalado que algunos servidores 

püblicos pueden ser sujetos de juicio politice (articulo 110 

constitucional)¡ sin embargo para proceder penalmente contra algunos 

de ellos, se requiere que previamente la Cámara de Diputados declare 

si ha lugar o no a proceder contra dicho servidor püblico. Esto es 

con el propósito de proteger la función que realizan ciertos 

servidores pl.iblicos de alta jerarquia, lo que representa un tipo de 

inmunidad procesal, tal y como apunta Ignacio Burgoa Orihuela 11 su 

finalidad (la de esta inmunidad procesal) estriba no tanto en 

proteger a la persona del funcionario, sino en mantener el equilibrio 

entre los poderes del Estado para posibilitar el funcionamiento 

normal del gobierno institucional dentro de un régimen democrático" 

(112). 

Esta inmunidad consiste en que no se podrá proceder 

penalmente en contra de ciertos funcionarios sin que previamem:.e la 

ca.mara de Diputados declare que ha lugar a proceder contra el 

inculpado. Asi, el articulo 111 constitucional (que no requiere mayor 

111.· 01"'01CO HenrlquU, J. JetUs, R"9\llll?f'I CM~!itydonal de Rt'lpot!Sllbilldades cje 
\05 servidorn PUbllcos La S:e!OOl'IS3bll/d,,d dr tos 5frvidores PUtJ!lco1. Hé1<lco, 
UllAM· Manuel Pornlli. 198', p6;. 112. 
11Z.· Burgoa Orlhuela, lgr111clo. Qrrru:ho ConstltuclONll Me1<it11no. ~ ~g. 

555. 
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comentario) establece: "Para proceder penalmente contra los Diputados 

y Senadores al Congreso de la Unión, los Ministros de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de Despacho, los 

Jefes de Departamento Administrativo, el Jefe del Departamento del 

Distrito Federal, el Procurador General de la Repüblica y el 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por la comisión 

de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados 

declarara por mayoria absoluta de sus miembros presentes en sesión, 

si ha o no lugar a proceder contra el inculpado 11 • 

Es necesario advertir que la resolución de la Cámara de 

Diputados puede ser en el sentido de que no ha lugar a proceder 

penalmente contra el servidor pliblico inculpado, aunque ello no 

significa que haya impunidad alguna del mismo, ya que la imputación 

podrá continuar su curso cuando el· servidor püblico concluya el 

ejercicio de su encargo (articulo 111 fracción II de la 

Constitución), ya que de acuerdo con el articulo 114 constitucional, 

los plazos de prescripción penal se interrumpen en tanto el 

respectivo servidor público continúe desempeñando alguno de los 

cargos protegidos con dicha inmunidad procesal, contando el 

Ministerio Público, cuando menos, con tres años posteriores para 

ejercer las acciones respectivas. 

Por otra parte, en caso de que la Cámara de Diputados 

declare que ha lugar a proceder, el servidor pUblico quedará a 

disposición de las autoridades competentes y separado de su encargo 

durante la sustanciación del proceso penal. Al respecto el articulo 

111 constitucional establece que en caso de que el inculpado sea 
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absuelto, puede reasumir su función pero si, por el contrario, la 

sentencia fuese condenatoria por un delito cometido durante el 

ejercicio de su encargo, no se le concederá al reo la gracia del 

indulto. 

Cabe mencionar que si bien el juicio politice opera 

tratándose de servidores públicos de alta jerarquia, éste (el juicio 

politice) no requiere seguirse cuando el servidor público se 

encuentre separado de su cargo, ya que tal y como lo establece el 

articulo 109 constitucional en fracción I, el juicio politice 

procede tratándose de servidores pUblicos en ejercicio de sus 

funciones. En este sentido resulta muy claro el texto del articulo 

112 constitucional que establece: "No se requerirá declaración de 

procedencia de la Cámara de Diputados cuando alguno de los servidores 

públicos a que hace referencia al párrafo primero del articulo l.11 

cometa un delito durante el tiempo en que se encuentre separado de su 

encargo". 

En cuanto al juicio politice y para concluir, es oportuno 

señalar lo que al respecto dice Gonzá.lez de la Vega al manifestar: 

11 No escapa a nadie que el titulo constitucional dedicado a regular la 

acción del servidor publico, aqui y en otras latitudes, es modelo de 

modernidad y eficacia juridicas, pue~to que mas allil de resultar un 

mero catálogo de prohibiciones y procedimientos, tiene el singular 

carácter de contener una garantia fundamental: el derecho de los 

pueblos a contar con gobiernos probos y calificados y de, en su caso, 

perseguir y sancionar quien actúe ilicitarncnte desde el 
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servicio püblico". (l.l.3). 

Ha quedado claro que tratándose de las autoridades 

responsables que dentro del amparo rinden informes falsos, tanto la 

Constituc.ión como la Ley de Amparo hacen aplicabl.e el Código Penal, 

es decir, dichas conductas hacen incurrir a la autoridad en 

responsabilidad penal, que deberá ser exigida y sancionada penalmente 

y ante los tribunales competentes ordinarios, sólo que (reiterando) 

en los casos de algunos servidores pliblicos de alta jcrarquia, es 

necesario sustanciar previamente un juicio politice para desaforarlos 

y entonces proceder penalmente en su contra, (por ello se han visto 

los lineamientos básicos del juicio politice y su necesario 

seguimiento para el caso que nos ocupa). Sin embargo, fuera de los 

casos en los que opera el juicio politice en contra de los servidores 

püblicos que menciona el articulo 110 constitucional (sujetos de 

juicio politice), la responsabil.idad penal podrá exigirse a las 

autoridades responsables sin necesidad de agotar dicho juicio 

politice, es decir directamente ante los tribunales competentes. 

En estas circunstancias es necesario apuntar nuevamente 

lo que establece el articulo 204 de la Ley de Amparo respecto de las 

autoridades responsables que en el juicio de amparo o en el incidente 

11:5,• Gonz6lez di! la veva, Reoi. El Rdvlllll!n ConstltuelCMl de l• Rl!Sp<mubl\l~d de 
lo1 Scrvidorl!s PUblltos, en "N~vo Ql!r«ho Connltl.leional Ml!•de:mo~. Editorial 
Porr\la, S.A. Ml!idto, 1984, ?'g. 391. 
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de suspensión rinden informes falsos (o bien "afirman una falsedad o 

niegan la verdad en todo o en parte", tal y como reza el articulo en 

c_uestión), misma~ que serán sancionadas 11 en los términos que señale 

el Código Penal aplicable en materia federal para las autoridades que 

lleven a cabo esas afirmaciones o negativas al enviar información a 

otra autoridad''. 

Lo anterior nos remite directamente a la fracción V del 

articulo 247 del Código Penal, mismo que perteriece al capitulo V 

titulado 11 Falsedad de declaraciones judiciales y en informes dados a 

una autoridad" y que establece la pena correspondiente 11 al que en 

juicio de amp~ro rinda informes como autoridad responsable en los que 

afirmare una falsedad o negare la verdad en todo o en parte". 

Asi las cosas es indudable que la autoridad que rinde 

informes !alsos en el amparo (ya sea el informe previo o el informe 

justificado) comete un ilicito que ~parece probado dentro del propio 

expediente del juicio constitucional y en este caso el juzgador que 

conoció del juicio deberá consignar los hechos al Ministerio Público, 

ordenando dent.ro de la propia sentencia que se dé la intervención 

correspomliente a di.:ho Ministerio PUblico, <1. fin do que C:::tc 

ejercite la acción penal por la comisión del delito que nos ocupa, 

tipificado en la fracción V del articulo 247 del Código Penal 

Federal, lo que llevado a la praxis seria ejemplar para todos los 

servidores püblicos que en algün momento pretendieran rendir informes 

ficticios en el juicio de garantias. Esta medida tiene la finalidad 

primordial de evitar que las autoridades estatales se conduzcan 

contra Derecho, haciendo además que el gobernado no sólo vea 
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restituida la garantia violada -mediante la . concesión de la 

Protección Federal que implica el juicio de amparo-, sino que se 

aplique una pena al sujeto que violó esa garantia en su contra. 

En sintesis el procedimiento que debe seguirse en caso de 

que las autoridades señaladas como responsables en el amparo rindan 

informes falsos, es el procedimiento penal que requiere la 

autoridad mencionada la responsabilidad penal a que se ha hecho 

acreedora al cometer dicha conducta que consttiuye un delito 

contenido en la fracción V del articulo 247 del Código Penal. (la 

pena correspondiente al delito que nos ocupa será especificada en el 

inciso siguiente denominado "sanción para quien rinde dichos 

informes11 ). 

Ahora bien, independientemente de la responsabilidad 

penal y de la sanción que se aplica a las autoridades que rinden 

informes falsos en el amparo como resultado de la comisión del delito 

en cuestión, no debemos olvidarnos de las responsabilidade:s 

administrativa y civil que pueden ser exigidas a los servidores 

públicos a que se refiere el articulo lOB constitucional. 

En cuanto la responsabilidad administrativa, la 

fracción III del articulo 109 constitucional dice lo siguiente: "se 

aplicarán sanciones administrativas a los servidores püblicos por los 

actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus 

empleos, cargos o comisiones". Resulta claro que aun cuando no se 

precise la 11 lealtad11 que demanda esta fracción, ~e refiere 11hacia las 
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instituciones juridicas del Estado (juicio de amparo), mas no hacia 

determinado funcionario, grupo o partido politicou. (114). 

El articulo 113 constitucional establece, entre las 

sanciones aplicables en caso de responsabilidad. administrativa la 

suspensión, destitución e inhabilitación, asi como las sanciones 

económicas, las cuales deberán fijarse de acuerdo con los beneficios 

económicos obtenidos por sus actos y omisiones, pero que, en todo 

caso, no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o 

de los daños y perjuicios causados. 

La forma en que deben proceder tos servidores pUblicos (Y 

en este caso las autoridades responsables) para no incurrir en 

responsabilidad administrativa, se encuentra descrita en el articulo 

47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

que en su fracción I obliga a los servidores pUblicos a: ºcumplir con 

la máxima diligencia el servicio que le sea encoméndado y abstenerne 

de cualquier acto u omisión que cause la suspensión ·º deficiencia de 

dicho servicio o implique abuso o ejerc;icio indebido de un empleo, 

cargo o comisión", de donde se desprende el abuso de poder con que 

actüa una autoridad que se conduce con falsedad al rendir un informe 

falso al juzgador de amparo. 

114.• C11rrillo Flores, Antonio. ll'I Aupeps11bltld11d de los ,t.ltoi rsn~1?'111rlo"' de la 
~· Aevlstl'I Mc1dc111"111 de Justicia. Mhico, vol 111, l'Ull. ,16, irnero·hbrero 
de 1962, ~!il- 70. 
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El procedimiento para exigir la responsabilidad 

administrativa se lleva a cabo precisamente ante las dependencias 

competentes de cada uno de los órganos del Estado para los cuales 

presten sus servicios los sujetos responsables. Esto significa que en 

cada una de 1.as dependencias del Gobierno debe existir una oficina 

para presentar quejas en contra de los servidor~s públicos por no 

acatar sus deberes. Asi, el articulo 49 de la citada Ley expresa que 

11 se establecerán unidades especificas, a las que el pUbl ice tendrá 

fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presentar quejas y 

denuncias por incumplimiento de las obligaciones de los servidores 

públicos, con las que se iniciará, en su caso, el procedimiento 

disciplinario correspondiente". Ello implica que todo gobernado que 

ha sido afectado en su esfera juridica o en sus intereses por algün 

servidor püblico, tiene la facultad de iniciar el procedimiento para 

exigir responsabilidad administrativa a la persona de que se trate;, 

aunque esta facultad también la tiene el superior jerárquico del 

responsable, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 57 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Ptlblicos que dispone: 

"Todo servidor pU.blico deberá denunciar por escrito a la contraloria 

interna de su dependencia, los hechos que, a su juicio, sean causa de 

responsabilidad administrativa imputables a servidores públicos a su 

dirección". 

cabe señalar que las sanciones administrativas que 

establece el articulo 53 de la Ley en comento, y que más adelante se 

describen, deberán imponerse tomando en cuanta: 11 la gravedad de l'.a 
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responsabilidad en que incurra y la conveniencia de suprimir 

prácticas que infrinjan, en cualquier forma,, las disposiciones de 

esta Ley o las que se dicten en base a ella; las circunstancias 

socioeconómicas del servidor pUblico; el nivel jerárquico, los 

antecedentes y las condiciones del infractor; las condiciones 

exteriores y los medios de ejecución; la antigüedad del servicio; la 

reincidencia en el cumplimiento de obligaciones, y el monto del 

beneficio, daño o perjuicio económicos derivado del incumplimiento de 

las obligaciones" (articulo 54 de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos). 

Ya que para establecer la sanción apl.icable al servidor 

público que ha incurrido en responsabilidad administrativa deben 

tomarse en consideración todos los elementos descritos en el párrafo 

anterior, no podemos determinar cuál le correnponderia a la autoridad 

responsable que en el amparo rinde informes falsos, aun cuando 

podemos enunciar las diversas sanciones que establece el articulo 53 

de la Ley de merito para los casos de responsabilidad administrativa 

y que van desde el apercibimiento, es decir la advertencia para 

con~inarlo a .::n.:tuar conforme a la ley; la suspensión, que consiste en 

separar temporalmente al servidor público dei desempeño de su empleo, 

hasta la destitución que implica separar al servidor público de su 

cargo pero en forma definitiva, habiendo también otras sanciones 

tales como la exonómi~a (articulo 53, fracción V) que se establece de 

acuerdo con el daño causado o el beneficio obtenido por el seryidor, 

y la inhabilitación que consiste en que el servidor pliblico no pueda 

desempeñar ninguna actividad dentro del servicio público, es decir 

esté imposibilitado para ocupar un puesto o cargo pliblico. 
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En cuanto a la responsabilidad civil que puede exigirse a 

las autoridades responsables en el amparo, no es necesario dar 

mayores explicaciones. 

El juicio de amparo como medio de protección y defensa de 

la constitución (y por lo tanto de las 9arantias que ésta contiene), 

tiene por objeto restituirle al gobernado la garantia que le ha sido 

violada por un acto de autoridad, por lo que la sentencia que concede 

el amparo tiene la finalidad de subsanar dicha conculcación. Sin 

embargo, el gobernado que ha sido afectado con ese acto de autoridad 

(quejoso en el juicio de amparo} habrá sufrido daños y perjuicios 

ocasionados precisamente por ese acto de autoridad, mismos que no 

quedarán restituidos o reparados mediante la sentencia concesoria del 

amparo (ya que éste, reiterando, se ocupa únicamente de restituir al 

gobernado en la garantía violada por el acto de au~oridad). 

Es por ello que la reparación de los daños y perjuicios 

ocasionados por la emisión o ejecución del acto reclamado conculcador 

de garantias, debe exigirse mendiante un juicio de responsabilidad 

civil en contra de la autoridad que haya emitido o ejecutado un acto 

contrario a la Constitución. Al respecto cabe mencionar que por daños 

se entiende 11 1a pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por 

falta de cumplimiento de una obligación" (articulo 2108 del Código 

Civil), y por perjuicio 11 la privación de cualquier ganancia licita 

que debiera haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación11 

(articulo 2109 del Código civil}, mismos que, evidentemente, deberan 

ser calculados en dinero, ya que se trata de pérdidas patrimoniales. 
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Ahora bien, de acuerdo con la fracción VI del articulo 54 

de la Ley Organica del Poder Judicial de la Federación, son 

competentes para conocer de la responsabilidad civil -en el caso que 

nos ocupa-, los Jueces de Distrito, ya que el Estado es parte en este 

tipo de juicio por tener responsabilidad subsidiaria toda vez que, 

aunque se demanda directamente la persona fisica que actuó 

representando al órgano de Estado del cual surgió.al acto reclamado, 

el Estado es codemandado de aquél para responder subsidiariame~te por 

los daños y perjuicios causados. 

Las pruebas que se admiten en este juicio de 

responsabilidad son la confesional, la documental, la pericial, la 

inspección ocular, la testimonial y la presuncional (articulo 93 del 

Código Civil), aunque en el caso que nos ocupa la prueba más 

importante y que no deberé. faltar es precisamente la sentencia que 

concede el amparo, y que por lo tanto declara inconstitucional el 

acto realizado por la autoridad responsable (demandada en el juicio 

civil). 

Con relación los procedimientos que he descrito 

someramente en este inciso y para finalizar, he considerado por de 

más oportuno transcribir lo que respecto de éstos señala el maestro 

Ignacio Durgoa Orihuela, cuando dice: 

"El orden de derecho de un estado no solamente debe 

proveer a los gobernados de medios juridicos para impugnar la 

actuación arbitraria e ilegal de las autoridades, sino establecer 

también un sistema de responsabilidades para las personas en quienes 

la ley deposita el ejercicio del poder público. Es obvio que para el 
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gobernado es más útil, por sus propios y naturales resultados, 

valerse de un medio juridico de impugnación contra los actos 

autoritarios para preservar su esfera de derecho, puesto que tal 

medio tiene como efecto inmediato la invalidación de los mencionados 

actos y la restitución consiguiente del goce y disfrute del derecho 

infringido o afectado. En la generalidad de los casos, satisfecho el 

interés del gobernado en particular como consecuencia del ejercicio 

del medio impugnativo de los actos de autoridad que lo agravien, la 

exigencia de la responsabilidad en que hubiere incurrido el 

funcionario público de quien tales actos emanen, presenta una 

importancia muy secundaria, circunstancia que no debiera registrarse 

dentro de un autentico y operante rég irnen democrático. En efecto, 

considerando que un sistema de responsabilidades para los gobernantes 

debe ser el eficaz complemento de los medios juridicos de 

impugnación, en varios regimenes constitucionales se ha implantado, 

incluyendo evidentemente al de México". (115). 

115,• aurgoa Orlhuela, lgnac:lo. Outsho COl'\ttltuc:l2"nl Mhlcnnp. Q2.J!!..i. p6g, 
552. 
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o) sanción para quien rinde dichos informes. 

Como quedó asentado en el inciso antecesor, las 

autoridades que rinden informes falsos en el juicio de amparo cometen 

un delito tipificado en la fracción V del articulo 247 del Código 

Penal aplicable en materia Federal. En efecto, dicho precepto 

establece lo siguiente: 

1•se impondrá de dos meses a dos años de prisión y multa 

de diez a mil pesos: v. Al que en juicio de amparo rinda informes 

como autoridad responsable en los que afirmare una falsedad o negare 

la verdad en todo o en parteº. 

Esta pena a que se refiere el articulo citado (de dos 

meses a dos anos de prisión y multa de diez a mil pesos) deberá 

aplicarse sin exepción a toda autoridad que, señalada como 

responsable en el juicio de garantias, rinda informes falsos (ya Se 

trate del informe previo o ya del informe justificado), 

independientemente de que a algunas de estas autoridades (señilladas 

en el articulo l.10 constitucional) se les deba seguir previamente un 

juicio politice (descrito en el inciso que antecede) debido a la alta 

jerarquia de que están investidas. Etitas .:lUtoridades que gozan de 

inmunidad procesal y que enlista el articulo 110 constitucional, 

también deberán ser sancionadas con la pena en comento, una vez que 

la Cámara de Diputados declare que ha lugar a ~roceder penalmente 

contra ellas, o bien una vez separadas del cargo que les da dicha 

inmunidad. 
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En todos los casos en que se requiera la responsabilidad 

penal a una autoridad por rendir informes falsos, y una vez agotado 

el procedimiento penal respectivo ante los tribunales ordinarios, la 

pena a aplicar será de dos meses a dos años de prisión y multa óe 

diez a mil pesos. Sin embargo esta pena es independiente de la que 

resulte una vez seguido el procedimiento para exigir la 

responsabilidad administrativa, ya que ésta contiene sanciones 

distintas a la que opera para este caso en materia penal, y va, según 

las circunstancias especiales del caso, desde el apercibimiento 

(advertencia para conminarlo a actuar conforme a la ley); la 

suspensión (separar temporalmente al servidor público del desempeño 

de su empleo); la destitución (separar definitivamente al servidor 

pUblico de su cargo); la sanción económica (que se establece de 

acuerdo con el daño causado o el beneficio obtenido por el servidor), 

hasta la inhabilitación (consistente en que el servidor público no 

pueda desempeñar actividad alguna dentro del servicio público). 

En cuanto a la responsabilidad civil q1.,le puede exigirse a 

las autoridades que realizan un acto contrario a la constitución (ya 

sea emitiéndolo ejecutándolo), ésta opera también 

independientemente de las responsabilidades administrativa y penal, 

mismas que establecen sus propias sanciones , y que en nada se 

relacionan con la responsabilidad civil que opera ante los Jueces de 

Distrito y únicamente para efectos de resarcir al gobernado de los 

daños y perjuicios ocasionados con el tal acto de autoridad, una vez 

concedida la protección federal solicitada mediante la demanda de 

garantias. 
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De esta manera podemos afirmar, sin temor a equivocarnos, 

que a las autoridades que rinden informes falsos en el amparo se les 

puede exigir tanto la responsabilidad penal {indispensable para 

evitar la práctica da estas conductas, y para mantener vigente el 

Principio de Supremacia Constitucional), como las responsabilidades 

administrativa (cuyas sanciones comprenden la suspensión, destitución 

e incluso l.a inhabilitación de servidores públicos que violan los 

preceptos constitucionales, representando asi un obstáculo para el 

Estado y sus fines), y civil (que repara los daños y perjuicios 

ocasionados al gobernado afectado por un acto da autoridad que ha 

sido declarado inconstitucional). 

Para concluir, considero preciso tomar en consideración 

lo que sostuvo la exposición de motivos de la iniciativa de Reforma 

Constitucional de 1982 con respecto al Titulo Cuarto Constitucional 

denominado 11 De las Responsabilidades de los Servidores Pllblicos11 , 

mismo que reza: 

11 La libertad individual para pensar y hacer es cuestión 

de cada quien. No corresponde al Estado tutelar la moralidad personal 

que la inspira. Pero el Estado tiene la obligaCión ineludible de 

prevenir y sancionar la inmoralidad social, la corrupción. Ella 

afecta los derechos de otros, de la sociedad, y los intereses 

nacionales ... Hay que establecer l~s normas que obliguen con 

efectividad al servidor público con la sociedad: para que sus 

obligaciones no se disuelvan; y para que el comportamiento honrad.o 

prevalezca. Se necesitan bases nuevas por las que la sociedad recurra 
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al Derecho y no se vea forzada a quebrantarlo para obtener del 

gobierno lo que en justicia le corresponde .•• 11 • 
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e o N e L u s I o N E 9 

No cabe duda de que, tal como lo establece el articulo 

133 constitucional, la constitución (como Máxima Ley del pais) es la 

ünica capaz de emitir disposiciones juridico normativas sobre las 

cuales no puede existir acto de autoridad alguno, lo que pone de 

manifiesto la supremacia que guarda con respecto a todas las demás 

leyes y, por lo tanto, con respecto a los actos que realizan las 

autoridades que integran los órganos del Estado, mismos que deben 

emanar de las propias disposiciones constitucionales. 

Indiscutiblemente resultaria absurdo que la Constitución 

se estableciera a si misma como la Ley Suprema del pais, para luego 

dejar impunes a las autoridades que la violan o que simplemente se 

~partan de ella, lo que implicaria que la Horma suprema se pued_e 

cumplir o incumplir de acuerdo con la voluntad de cada uno de los 

servidores püblicos. 

Con respecto a la Supremacia de la Constitución y al 

estricto cumplimiento de los preceptos constitucionales que deben 

abservar los servidores públicos, cabe señalar que la constitución 

cuenta con el más elevado sistema de defensa de si misma, constituido 

por el juicio de amparo, que repara todo abuso de poder por parte de 

las autoridades, garantizando asi la hegemonia de la Constitución y 

asegurando el Estado de Derecho imperante en el pais, por lo que a mi 

parecer, el juicio de amparo no sólo es el defensor de la 

Constitución que vela por su cumplimiento, sino la institución 

constitucional que controla todos los actos que realizan \os 
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servidores públicos, y que además constituye el único medio que 

restituye al gobernado un derecho violado por una autoridad. 

Es claro que un servidor público que viola o simplemente 

se aparta de los preceptos constitucionales, está atentando 

directamente contra los fines del Estado plasmados en el texto 

Constitucional, y en el caso que nos ocupa, sobra decir, que la falta 

que comete una autoridad que, señalada como responsable en un juicio 

de amparo rinde informes falsos, no solo atenta en contra de la 

constitución, sino que se convierte en enemiga de su defensor (el 

juicio de amparo), y por tanto del propio Estado, siendo que debe ser 

éste (el Estado, a través de los servidores públicos que lo 

integran}, el primero que debe ver por el cumplimiento de la 

constitución. 

Aunque a mi parecer resulta muy grave que un servidor 

público vicle los preceptos constitucionales (que no son otra cosa 

sino los ideales que se propone alcanzar una Nación), me resulta 

mucho más grave el crimen que co¡.¡eten las autoridades que rind~n 

informes falsos en el amparo, ya que, en primer lugar, lo que el 

juicio de amparo pretende evitar, es precisamente el abuso de poder: 

y en segundo lugar, porque dicha conducta implica, primero una 

violación a la Constitución, y, segundo, impedir que el juicio 

encargado de Jefandcrla sP desarrolle adecuadamente. 

Es por ello que, tanto la Constitución como la Ley de 

Amparo, asi como los Códigos Civil y Penal Federales, se han ocupado 

(desde diversos puntos de vista), de aplicar sanciones por demás 

merecidas a las autoridades que cometen estas conductas tan lesivas, 

no sólo para la Constitución y el amparo, sino para el hombre mismo •. 

En este sentido, las autoridades que en el amparo rinden 

informes falsos, se hacen acreedoras a distintas sanciones que operan 
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en forma independiente y que se derivan de las responsabilidades 

administrativa, penal y civil, lo que pone en evidencia la 

preocupación por la adecuada conducta que deben observar las 

autoridades, no sólo dentro del juicio de amparo, sino en el 

ejercicio de sus funciones en general. 

PROPUESTA 

Resulta ya bastante grave, tanto para la realización de 

los fines del Estado como para la defensa de los intereses juridicos 

de los gobernados, que las autoridades rindan informes falsos dentro 

del amparo, y sin embargo resulta t:1ucho más grave el hecho de que 

tales autoridades queden impunes y dispuestas a seguir cometiendo 

conductas que representan un ataque directo al cometido del amparo, 

lo que indudablemente sucede al no aplicarse correctamente las 

sanciones destinadas a estos casos; más aún si tomamos en cuenta que 

el legislador se ha ocupado de imponer diversas sanciones a quiene¡s 

llevan a cabo estas conductas, sin dejar ninguna salida posible para 

que dichas autoridades dejen de recibir el castigo que corresponde a 

su funesta actuación. 

Además, ¿ porqué una autoridad que legalmente debe estar 

incluso privada de la libertad, va a continuar ejerciendo las 

funciones (que no sabe re.::i.liz.::i.r) ',¡' posiblemente afectando de igual 

forma a otros muchos gobernados que lo Unico que pretenden con el 

amparo es salvar un derecho que por Ley les corresponde ? 

Es por eso que la propuesta contenida a lo largo de este 

trabajo, lejos de suponer la creación de un procedimiento nuevo, o d.e 

pretender algo innovador y perfecto, se limita simplemente a que scdn 

aplicadas en la praxis las sanciones que ya establece la Ley, todas 
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exigibles en forma independiente y cuya aplicación práctica 

indudablemente evitaria la realización de conductas fraudulentas y 

nocivas, no sólo en el amparo sino en todas las actividades que los 

servidores públicos realizan en ejercicio de sus atribuciones. 

130 



B I B L X O G R A F X A 

- Aristóteles, La Poli ti ca. Libro III, Capitulo IV, Instituto de 
Estudios Politices. Madrid, 1951.. 

- Azuela, Mariano. Introducción al Estudiq del Amparo. Editorial 
Universidad de Nuevo León. Monterrey, Nuevo León, 1988, 

- Bazdresch, Luis. El Juicio de Amparo. Editorial Trillas México, 
1987. 

- Beccaria, Césare. De los Delitos y las Penas. Clásicos Universales 
de los Derechos Humanos. Comisión Nacional de Derechos Humanos. 
México, 1991. 

- Borja Soriano, Manuel. Teoria General de las Obligaciones. Tomo II. 
Septima Edición. Editorial PorrUa S.A. México, 1974. 

- Burgoa Orihuela, Ignacio. perecho Constitucional Mexicano. sexta 
Edición. Editorial PorrUa, S.A. México, 1985. 

- ------------------------ El Juicio de Amparo. Vigésima-cuarta 
Edición. Editorial PorrUa, S.A. México, 1988. 

- Cárdenas, R.'.lú.l F. Responsabilidad de los Funcionarios 
Pt)blicos. Editorial PorrUa, S.A. ME!xico, 1982. 

- Carpizo McGregor, 
Coostitucion.:ll. 
num. 4 . México, 

Jorge. 
Boletín 
1969. 

La Interpretación del articulo 133 
Mexicano de Derecho Comparado. Año II, 

- Carrillo Flores, Antonio. La Responsabilidad de los Altos 
___ F!J.D.~.i..2..tF~rios de la Federación. Revista Mexicana de Justicia. 

Mexico, Vol. III, num. 16, enero-febrero de 1982. 

- Castro, Juventino v. El Sistema del perecho de Amparo. Editorial 
PorrUa S.A. Mexico, 1979. 

- Euripides. --1.a.~_S,Jlll~. Britannica Great Books. Tomo 5. 
Encyclopaedia Britannica, !ne. Vigé~i:r..:l-segunda Edición. 
Londres, 1978. 

- Fix-zamudio, Héctor. El Juicio de Amparo. Editorial Porrua, S.A. 
México, 1964. 

131 



- García Maynes, Eduardo, 
cuadragésima-primera 
1990. 

Introducción al Estudio del perecho. 
Edición. Editorial Pc:>rrúa, S.A. México, 

- González de la Vega, René. El Régimen Constitucional de la 
Respons3.bilidad de los Servidores Públicos" en Nuevo perecho 
Constitucional Mexicano. Editorial Porrúa, S.A. México, 1984. 

- Gutiérrez y Gonzá.lez, Ernesto. porecbo dq las Obligaciones. sequnda 
Edición. Editorial Cajica. Puebla, 1965. 

- Hart, H.L.A. Punishmant and Responsability. Philosophy of La"{. 
Oxford, oxford University Press, 1973. 

- Hobbs, Thomas. ~- Tomo I. Los Grandes Pensadores. Editorial 
Sarpe. Madrid, 1984. 

- Iñárritu y Ramirez de Aguilar, Jorge. El Estatuto de la 
Jurisprudencia de la suprema corte de Justicia. Boletin de 
Información Judicial. México, núm. 92, marzo de 1955. 

- Isócrates. Discur;-sos completos. Editorial Iberia, Barcelona 1961. 

- Jescheck, Hans Heinrich. Tratado de Derecho Penal. Tomo I, 
Barcelona Bosch, y Barcelona Ariel, 1881. 

- Kelsen, Hans. Teoria Pura del Derecho y del Estado. Universidad 
Nacional Autónoma de Mexico, 1979. 

------------------Teoria General del Estado. Universidad Nacional 
Autónoma de México, 1985. 

- Noriega Cantú, Alfonso, Lecciones de Amparo. Segunda Edición. 
Editorial Porrúa, S.A. México, 1980. 

- Orozco Henriquez, J. 
Responsabilidades 
Responsabilidad de 
Porrua, S.A. MCxico, 

Jesús. Régimen Constitucional de 
de los Seryidores Públicos. _Ji! 
los servidores Públicos. U.N.A.M.- Manuel 
1985. 

- Platón. pió.lagos Criton o del peber. Editorial Porrüa, S.;;. 
México, 1973. 

- Rojo y Fernández-Rio. La Responsabilidad Civil del Fabricante. 
Publicaciones del Real Colegio de España. Bolonia, 1974. 

- Rosa Vélez, Ricardo de la. La Bespon~abilidad Tributaria. Aspectos 
Generales. Tribunal Fiscal de la Federación. Tomo I. Móxico, 
1982. 

- Schmitt, Carl. Teor1a de la constitución. Editorial Nacional. 
México, 1966. 

- Seara Vázquez, Modesto. Qerecbo Internaqional público. Décimo­
tercera Edición. Editorial Porrúa, s.A. México, 1991. 

132 



- Tena Ramirez, Felipe. Derecho Constitucignal Mexicano. Editorial 
PorrUa, S.i\. México, 1979. 

- Tocqueville, i\lexis de. La pemocracia en America. Tomo II. LOs 
Grandes Pensadores. Editorial Sarpe. Madrid, 1984. 

- Velélzquez Estrada, i\lfonso. Iniciación al Estudio del Derecho 
A· Universidad Nacional i\utónoma del Estado de México. Toluca, 

Estado de México, 1987. 

- Villero Toranzo, Miguel. Introducción al E$tudio del Derecho. 
Quinta Edición. Editorial PorrUa, S.A. México, 1982. 

CONFERENCIAS: 

Zorrilla Martinez, Pedro. Conferencia Magistral. Ciclo de 
Conferencias Magistrales. 30 de septiembre de 1991. 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Colegio 
de Abogados de México, A.C. y División Cultural Grupo Radio 
Mil. Impreso por Promotores Gráficos, S.A. de c.v. en octubre 
de 1991. 

DICCIONARIOS: 

- Diccionario Jurídico Mexicano. Tomos II, VII y VIII. Editorial 
Porrua,· S.A. y Universidad Nacional Autónoma de México. 
Instituto de Investigaciones Juridicas. México, 1985. 

L E G I S L A C I O N 

- Código Civil. 

- Código Federal de Procedimientos Civiles. 

- Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero Comün y 
para Toda la República en Materia del Fuero Federal. 

- Constitucion Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

- Ley de Amparo. 

- Ley Federal de respon~~bilidades de los Servuidores Pliblicos. 

- Ley Federal del Trabajo. 

- Ley Orgánica del Poder Jucicial Federal. 

J U R I S P R U O E N C I A 

- Apéndice 1917-1975. Comunes al Pleno y a las Salas. 

133 


	Portada
	Índice
	Capítulo I. El Principio de Supremacía Constitucional
	Capítulo II. Generalidades sobre el Juicio de Amparo
	Capítulo III. Los Informes de las Autoridades en el Amparo
	Capítulo IV. La Responsabilidad in Génere
	Capítulo V. La Responsabilidad dentro de la Ley de Amparo
	Capítulo VI. La Responsabilidad por Rendir Informes Falsos dentro del Amparo
	Conclusiones
	Bibliografía



